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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE ANTE 
LA PLENARIA DE SENADO AL PROYECTO  

DE LEY NUMERO 055 DE 2008 CAMARA, 346 
DE 2009 SENADO

por la cual se establece el Régimen de Insolvencia 
para la Persona Natural No Comerciante.

Bogotá, D. C., diciembre 10 de 2009
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General 
Senado de la República
Ciudad
En cumplimiento del honroso encargo efectuado 

por la Mesa Directiva de la Comisión Tercera de Se-
nado, procedemos a rendir informe de ponencia para 
segundo debate al Proyecto de ley número 346 de 2009 
Senado, número 055 de 2008 Cámara, por la cual se 
establece el Régimen de Insolvencia para la Persona 
Natural no Comerciante.

La iniciativa, que busca la expedición de una nor-
matividad integral tendiente a permitirle al deudor que 
es persona natural no comerciante acogerse a un pro-
cedimiento legal y gratuito, que le permita mediante 
un trámite de negociación de deudas, luego de propo-
ner una fórmula de pago, celebrar un acuerdo con sus 
acreedores y cumplir así con sus obligaciones pendien-
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personas naturales.

El presente proyecto es de autoría de los Repre-
sentantes Simón Gaviria Muñoz, Roy Barreras, Omar 
Flórez Vélez, Guillermo Santos Marín, Carlos Ramiro 
Chavarro, Eduardo Crissien y David Luna, entre otros 
y los Senadores Gina Parody, Aurelio Iragorri, Mario 
Salomón Nader, entre otros.

ANTECEDENTES
Los antecedentes del presente proyecto de ley nos 

remontan en el derecho romano, pasando por la legisla-
ción medieval, que encontró recepción en nuestro me-
dio a través de la vigencia de las Ordenanzas de Bilbao.

Puede decirse que los procesos concursales son pro-
cedimientos que, ante la situación de insolvencia del 
deudor, buscan una solución para todos los acreedores 
y afectando la totalidad del patrimonio del deudor. 

En principio esos procesos se orientaban a obtener 
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para cubrir todas sus obligaciones, se construyese una 
masa con la totalidad de sus bienes, para que los mis-
mos se repartieran entre todos los acreedores en condi-
ciones de igualdad. 

Ese trato igual a todos los acreedores del deudor 
insolvente (par conditio omnium creditorum), señala 
Vivante, fue la nota característica de los procesos con-
cursales desde sus orígenes. 

Después de una larga y compleja evolución, los pro-
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intereses de los deudores, los acreedores y la sociedad 
en su conjunto, en el evento de insolvencia del deudor, 
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te fórmulas de recuperación del deudor, que le permi-
tan pagar ordenadamente, o a través de la liquidación 
de su patrimonio.

En Colombia, como se ha dicho, desde la Constitu-
ción de 1821 se incorporaron a nuestra legislación las 
Ordenanzas de Bilbao, que habían regido ya durante 
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que regiría para la República de Colombia, mediante la 
adopción, entre otros, del Código de Comercio de Pa-
namá que, con sus reformas y adiciones –entre las que 
puede destacarse el Decreto 750 de 1940, sobre quie-
bras– constituyó la columna vertebral de la legislación 
mercantil nacional hasta la expedición del Código de 
Comercio de 1971.

Ante la declaratoria de inexequibilidad del Decreto 
750 de 1940, el Gobierno expidió el Decreto 2264 de 
1969, el cual introdujo para los comerciantes la institu-
ción del concordato preventivo –potestativo y obliga-
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evitar la situación de quiebra, que conduce a la liquida-
ción del patrimonio del fallido, pero, para mantener el 
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tar que los procesos concursales se usasen como meca-
nismo para defraudar a los acreedores, se dispuso que 
a ese mecanismo solo tuviesen acceso los comerciantes 
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todas sus acreencias o que estuviesen en condiciones 
de ofrecer garantías reales o personales satisfactorias. 

En el Código de Comercio de 1971 se regularon dos 
mecanismos para hacer frente a las situaciones de crisis 
del comerciante: por un lado, los concordatos preven-
tivos potestativo y obligatorio y, por otro, la quiebra. 
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integralmente el Título I del Capítulo VI del Código 
de Comercio, referido a los concordatos preventivos. 
La Corte ha destacado que dentro de los cambios que 
esa normatividad introdujo al régimen concordatario 
está la manifestación expresa de la intención de velar 
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económicas. Así, señaló la Corte, “[e]n tanto que en el 
texto original del Código de Comercio simplemente se 
hacía referencia a las medidas que podían adoptarse 
a partir del acuerdo entre el deudor y los acreedores y 
se manifestaba que el objeto del concordato era evitar 
la declaratoria de quiebra, en el artículo 2° del decre-
to, se precisa que ‘el concordato preventivo tiene por 
objeto la conservación y recuperación de la empresa 
como unidad de explotación económica y fuente gene-
radora de empleo, cuando ello fuere posible, así como 
la protección adecuada del crédito”.

Con posterioridad a la Ley 222 de 1995 y con el 
objeto de hacer frente a una situación de crisis empre-
sarial que afectaba a la economía colombiana, se expi-
dió la Ley 550 de 1999 que introdujo en nuestro orde-
namiento los acuerdos de reestructuración empresarial, 
estableciendo para efectos de su trámite, como sujeto 
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que realicen actividades mercantiles, aun cuando no 
tengan la calidad de comerciantes. 

En diciembre de 2006 se promulgó la Ley 1116 de 
ese año, por la cual se estableció el “Régimen de In-
solvencia Empresarial”, nuevo estatuto concursal que 
rige en el país desde el 27 de junio de 2007 y que se 
ocupa de la regulación del proceso de reorganización, 
del proceso de liquidación judicial y de la insolvencia 
transfronteriza. 

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY
El presente proyecto de ley fue presentado el 31 de 

julio de 2008 ante la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes y publicado en la Gaceta del Con-
greso número 494 de agosto 1º de 2008.

El 27 de octubre a solicitud de los ponentes, se llevó 
a cabo un Foro sobre el proyecto de ley del régimen 
de insolvencia con la intervención del Superintenden-
te Financiero; Director de Regulación Financiera del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público; Director 
de Impuestos de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales - DIAN; Director de Regulación del Minis-
terio de Comercio, Industria y Turismo; Director del 
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mercio de Bogotá; entre otros.

Igualmente, se incluyeron conceptos de entidades 
tales como la Superintendencia de Industria y Comer-
cio, Superintendencia de Sociedades, Federación Na-
cional de Comerciantes – Fenalco, Confederación Co-
lombiana de Cámaras de Comercio – Confecámaras, 
Federación Nacional de Ganaderos – Fedegán, Univer-
sidad Externado de Colombia, entre otros.

El primer debate se llevó a cabo el 3 de diciembre 
de 2008, ante la Comisión Tercera Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes.

En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, fue 
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Cámara, por la cual se establece el Régimen de Insol-
vencia para la Persona Natural No Comerciante.

El proyecto de ley fue aprobado en primer debate 
ante la Comisión Tercera Constitucional Permanente 
del Senado de la República, el pasado 18 de noviembre 
de 2009.

FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES  
Y JURISPRUDENCIALES DEL PROYECTO  

OBJETO DE DEBATE
Fundamentos Constitucionales

Dentro del articulado de Nuestra Constitución Polí-
tica, podemos encontrar un compendio Normativo, que 
sirve como ilustración para adentrarnos de manera es-
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Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de Dere-
cho, organizado en forma de República unitaria, des-
centralizada, con autonomía de sus entidades territo-
riales, democrática, participativa y pluralista, fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 
la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general.
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vir a la comunidad, promover la prosperidad general 
y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afec-
tan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia na-
cional, mantener la integridad territorial y asegurar 
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Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Co-
lombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Artículo 3°. La soberanía reside exclusivamente en 
el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo 
la ejerce en forma directa o por medio de sus represen-
tantes, en los términos que la Constitución establece. 

Artículo 4°. La Constitución es norma de normas. 
En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución 
y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposi-
ciones constitucionales.

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en 
Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar 
y obedecer a las autoridades. 

Artículo 5°. El Estado reconoce, sin discriminación 
alguna, la primacía de los derechos inalienables de la 
persona y ampara a la familia como institución básica 
de la sociedad. 

Artículo 334. La dirección general de la economía 
estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por man-
dato de la ley, en la explotación de los recursos natura-
les, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios 
públicos y privados, para racionalizar la economía 
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de vida de los habitantes, la distribución equitativa de 
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preservación de un ambiente sano.

El Estado, de manera especial, intervendrá para 
dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar 
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que todas las personas, en particular las de menores 
ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servi-
cios básicos. También para promover la productividad 
y la competitividad y el desarrollo armónico de las re-
giones. 

Fundamentos Jurisprudenciales
Ante el vacío legal surgido con la expedición de 

la Ley 222 de 1995, Ley 550 de 1999, y Ley 1116 de 
2006, por la no contemplación de un régimen especial 
para las personas naturales no comerciantes, la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-699 de 2007 se 
pronunció sobre la exequibilidad del numeral 8 del artí-
culo 3º de la Ley 1116 de 2006, de cuyas consideracio-
nes se extractan los pronunciamientos más importantes 
que atañen al proyecto, en los siguientes términos:

“…Como se ha señalado, para el actor la ausen-
cia de un régimen de insolvencia para las personas 
naturales no comerciantes, que sería resultado de la 
entrada en vigencia de la Ley 1116 de 2006, particu-
larmente de los artículos demandados, resulta contra-
ria a la Constitución porque desconoce el principio de 
igualdad, el debido proceso y el derecho de acceso a la 
administración de justicia y deja desprotegidos, en el 
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personas naturales no comerciantes.

Observa la Corte que para establecer la inconstitu-
cionalidad planteada en la demanda, sería necesario 
mostrar cómo efectivamente, en ausencia de un régi-
men concursal, el deudor persona natural no comer-
ciante queda desprotegido con afectación de sus dere-
chos fundamentales, o, alternativamente, que existen 
unos presupuestos mínimos de un régimen concursal 
que resultan imperativos conforme a la Constitución, 
de tal manera que su ausencia puede considerarse una 
omisión contraria a la Constitución. 

Así, el problema que se ha puesto a consideración 
de la Corte se encuadra dentro de lo que la jurispru-
dencia constitucional ha denominado como omisión le-
gislativa. En efecto, el señalamiento del actor se orien-
ta a establecer que el legislador omitió establecer un 
régimen concursal para personas naturales no comer-
ciantes, porque el régimen de la Ley 1116 de 2006 está 
concebido exclusivamente para empresas y del mismo 
se excluyeron a las personas naturales no comercian-
tes, y porque, no obstante lo anterior, el legislador de-
rogó el régimen de la Ley 222 de 1995, que en criterio 
del actor resultaba aplicable a las personas naturales 
no comerciantes, con lo cual se generó un vacío en ma-
teria de concurso para tales personas...”.

“…Hace notar la Corte que, de concluirse que, 
efectivamente, se está en presencia de una omisión le-
gislativa absoluta, lo procedente sería, en principio, un 
fallo inhibitorio, puesto que de conformidad con rei-
terada jurisprudencia de esta Corporación, la Corte 
carece de competencia para pronunciarse sobre las 
omisiones legislativas absolutas.

Sin embargo, pese a que la argumentación del actor 
apunta a señalar esa omisión del legislador, lo cierto 
es que esa argumentación se plasma en una pretensión 
concreta: la declaratoria de inexequibilidad de la dis-
posición derogatoria, lo cual plantea una sutil diferen-
cia de enfoque, en cuanto que, si bien lo que se echa de 
menos es la existencia de un régimen concursal para 
las personas naturales no comerciantes, lo que se de-
manda como inconstitucional es la norma que derogó 
el régimen que sobre la materia había previsto la Ley 
222 de 1995...”.

“…En principio, podría señalarse, entonces, que 
procede el control de constitucionalidad de una dispo-
sición derogatoria, cuando, como resultado de la mis-
ma, se presenta una omisión legislativa relativa, hipó-
tesis que se daría, por ejemplo, en el evento en el que, 
el legislador, al establecer, como en este caso, un nuevo 
régimen de insolvencia, derogara, sin previsión alguna 
de reemplazo, una disposición que, en el ordenamiento 
anterior, hacía extensivo ese régimen a supuestos aná-
logos a aquellos que inicialmente se habían previsto en 
la legislación. En esta hipótesis, la norma derogatoria 
excluye de un determinado régimen jurídico a sujetos 
que por encontrarse en circunstancias análogas, en 
aplicación del principio de igualdad, también deberían 
estar sometidos a ese régimen. 

Cosa distinta ocurre, sin embargo, cuando la omi-
sión no resulta de la exclusión de determinadas per-
sonas de un régimen jurídico en el que, por virtud del 
principio de igualdad, deberían estar incluidas, sino 
��
 ��
 �������!�
���
 �"�����
�������	
 �
 ��������	
���

resultaba aplicable a esas personas.

Podría considerarse que ello llevaría el problema 
al ámbito de las omisiones absolutas que consisten en 
un completo vacío de legislación y respecto de las cua-
les la Corte ha señalado que no son susceptibles del 
control de constitucionalidad, porque no habría norma 
jurídica sobre la cual el mismo pudiera ser ejercido y 
porque para subsanarlas se requeriría desplegar una 
actividad típicamente legislativa…”.

“…Así, si en gracia de discusión, se concluye que 
existe un deber constitucional conforme al cual el le-
gislador debe establecer un régimen de insolvencia 
para las empresas, y se encuentra que en desarrollo de 
ese mandato se había expedido una ley de insolvencia 
que es luego derogada por el legislador sin adoptar 
previsión alguna orientada a reemplazarla por un nue-
vo régimen, el juez constitucional podría resolver la 
omisión resultante, declarando la inexequibilidad de la 
norma derogatoria. Ahora, si en ese mismo escenario, 
se concluye que la ley que atendía al mandato consti-
tucional de establecer un régimen de insolvencia para 
las empresas había resultado claramente inadecuada 
para hacer frente al problema y que, por el contrario, 
había tenido efectos contraproducentes para los em-
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la administración de justicia, ¿qué ocurriría si en vista 
de esos resultados negativos, el legislador decide dero-
gar el régimen de insolvencia, sin que, simultáneamen-
te expida uno nuevo que responda mejor a los impe-
rativos constitucionales y a las necesidades que están 
llamados a satisfacer?

En un evento tal se estaría ante una típica omisión 
legislativa absoluta que escaparía al ámbito de compe-
tencias de la Corte, porque la declaratoria de inconsti-
tucionalidad de la norma derogatoria no sería una res-
puesta adecuada al problema planteado, en cuanto que 
en este caso, la inconstitucionalidad no provendría de 
la norma derogatoria, cuyo efecto inmediato, dejar sin 
efecto el régimen de insolvencia hasta entonces exis-
tente, no es inconstitucional, en la medida en que dicho 
régimen era inadecuado y contraproducente, sino que 
la situación inconstitucional proviene de la omisión en 
establecer un régimen distinto, omisión que es absolu-
ta, en cuanto que se plantea frente a un número abierto 
de alternativas a disposición del legislador sin que sea 
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constitucional…”. 
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“…Pero más allá de esa consideración genérica so-
bre la existencia en el ordenamiento jurídico de instru-
mentos que protegen la situación del deudor, encuentra 
la Corte que en el presente caso, el asunto planteado 
conduce a una triple valoración que, en principio, se 
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ción del legislador: (i) Determinar si se expide un ré-
gimen concursal uniforme aplicable a comerciantes y 
no comerciantes o si, por el contrario, como ocurrió 
con la Ley 1116 de 2006, se expide un régimen de insol-
vencia especializado, dirigido a la empresa mercantil 
y a las personas jurídicas; (ii) En el evento en el que 
se opte por un régimen empresarial especializado, de-
cidir si, simultáneamente, debe expedirse también un 
�"�����
�	�������
��������	
����
���
����	���
����-
rales no comerciantes, y, (iii), si se opta por no expedir 
un régimen especializado para personas naturales no 
comerciantes, decidir si se mantiene o no, en relación 
con ellas, la vigencia de un régimen anterior, que, en 
principio, les resultaba aplicable. 

En ese contexto, es preciso tener en cuenta que la 
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rrente en los procesos concursales, pero no es la que 
les da su sentido inicial. De hecho tales procesos están 
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de bienes del deudor como una manera de atender el 
pago de las acreencias, y preservar el crédito y en ca-
sos como el de la Ley 1116 de 2006 y otros anteceden-
tes en el derecho colombiano, se construyen en torno a 
la idea de mantener la empresa como unidad de desa-
rrollo económico…”. 

“…No obstante lo anterior, considera del caso la 
Corte puntualizar que, si bien los procesos concur-
sales son, fundamentalmente, mecanismos orientados 
a la protección del crédito, no es menos cierto que a 
través de ellos puede hacerse efectivo el principio de 
solidaridad en aquellos casos en los que, como conse-
cuencia de una situación de insolvencia, el deudor se 
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afecte sus derechos fundamentales, razón por la cual 
resultaría acorde con dicho principio que el legislador 
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personas naturales no comerciantes que se encuentren 
en un estado de insolvencia. Para tal efecto, la Cor-
te hará un exhorto al Congreso de la República, para 
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expida un régimen universal al que puedan acogerse 
las personas naturales no comerciantes en situación de 
insolvencia...”.

Atendiendo al exhorto jurisprudencial y obran-
do bajo el amparo de las demás disposiciones que en 
la Constitución Política consagran la protección a la 
propiedad privada y el acceso efectivo a los bienes y 
servicios, se hace notoria la necesidad constitucional, 
jurisprudencial y legal que existe respecto de la imple-
mentación de un régimen legal de insolvencia para las 
personas naturales no comerciantes. 

PRECISIONES DE CARACTER  
CONCEPTUAL
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adecuado al proyecto materia de debate cuyo propósito 
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tos, se hace necesario efectuar las siguientes precisio-
nes de orden conceptual:

DERECHO CONCURSAL 
El Derecho concursal, según Jorge Chessal Palau, 

es el conjunto de normas jurídicas que tiene por objeto 
establecer las condiciones en que se debe declarar judi-

cialmente el estado de incumplimiento generalizado de 
obligaciones del denominado “deudor común”, com-
prendiendo este concepto tanto al comerciante como al 
no comerciante, así como la apertura de los procedi-
mientos necesarios, a cargo de los órganos competen-
tes, para lograr la solución integral de sus obligaciones 
pendientes de pago, ya sea mediante un convenio o me-
diante la liquidación forzada de sus activos.

Naturaleza 
Habitualmente se ha considerado al Derecho con-

cursal como parte del Derecho Mercantil. A eso ha ayu-
dado el hecho de que se encuentre así incluido en los 
programas de estudios de las universidades, y que el 
mayor número de casos se den dentro del ámbito del 
comercio.

Sin embargo, el hecho de que una situación concur-
sal pueda ocurrir también a un no comerciante, o a una 
asociación de Derecho Civil, hace que lo más correcto 
sea entender el Derecho concursal como una rama au-
tónoma del Derecho Privado. En algunos países, como 
España�����[��������
�������

����������	�!����[�����-
cursal en una sola ley, que a su vez no está incluida en 
ningún código.

Contenido 
El Derecho concursal se encarga de la regulación de 

los procedimientos aplicables a los casos de quiebra o 
suspensión de pagos. Cuando la persona que se liquida 
tiene el estatus de comerciante o una sociedad mercan-
til, la normativa aplicable será de Derecho Mercantil. 
Cuando la persona no es comerciante, o es una socie-
dad civil, entonces la regulación aplicable será la del 
Derecho Civil. Esto es importante porque la regulación 
puede no ser igual según el país.

PROCEDIMIENTO CONCURSAL
El procedimiento concursal busca lograr la solu-

ción integral de sus obligaciones pendientes de pago de 
un deudor, ya sea mediante un convenio o mediante la 
liquidación forzada de sus activos.

Cuando un deudor es declarado insolvente, pueden 
ocurrir dos situaciones:

�� Que su insolvencia sea temporal, debido a falta 
de liquidez que le impida hacer frente momentánea-
mente a sus deudas. 

�� ]������
���	$���
�����������
����������
�
�
-
va, por no tener activos���
�
�����������[�����^��������
sus deudas. 

En ambos casos se accede a un procedimiento con-
cursal, que variará según la legislación pero que nor-
malmente tiene dos vías de salida:

1. Acuerdos de quita y espera: En donde los 
�����������������	�
�������������	�������������������
deuda, acuerdan disminuir un porcentaje del capital 
pendiente y, en su caso, diferir su vencimiento. 

2. Procedimiento de liquidación de bienes: Al 
���	����		�����
����[���
������
�	��		���������
�
������
acuerdos de quita y espera. Los acreedores se ordenarán 
por orden de prelación de sus créditos, e irán cobrando 
en orden hasta que se acaben los bienes por liquidar

Características del proceso concursal
Doctrinalmente los principios de los procesos con-

�����	������������
�
������;_�&�
��
�
�������
$����	
-
dad: “(…) alude a la necesidad de que la totalidad de 
los bienes del deudor se vinculen al concurso”. (Reyes 
Villamizar, Francisco. Reforma al Régimen de Socie-
dades y Concursos. Temis S.A., 1999. Pág. 357).
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Principio de la colectividad: “(…) alude a la nece-
sidad de que la totalidad de los acreedores del deudor 
en crisis deben concurrir al proceso concursal” (Reyes 
Villamizar, Francisco. Reforma al Régimen de Socie-
dades y Concursos. Temis S.A., 1999. Pág. 359). 

Principio de igualdad: “(…) el principio de igualdad 
se expresa en la conocida máxima latina par conditio 
omnium creditorum� ���� ��?�#�� 	�� �����
���� ��� ����
exista un tratamiento homogéneo para todos los acree-
dores que concurren al proceso”. (Reyes Villamizar, 
Francisco. Reforma al Régimen de Sociedades y Con-
cursos. Temis S.A., 1999. Pág. 360). 

Adicionalmente, es necesario anotar que el derecho 
concursal está caracterizado por su especial naturaleza, 
pues es concebido como una disciplina regida por nor-
mas autónomas de aplicación preferente. 

Sobre el particular, la doctrina sostiene que “(…) 
las disposiciones generales de derecho privado deben, 
en múltiples ocasiones, ceder a las normas de orden 
público que gobiernan los trámites del concordato y 
la liquidación obligatoria. Estas máximas surgen de 
la consideración según la cual, las circunstancias ex-
traordinarias de insolvencia del empresario deudor, im-
piden la aplicación de las disposiciones que orientan 
los procesos de ejecución coactiva de las obligaciones 
mediante procesos judiciales separados”. (Reyes Villa-
mizar, Francisco. Reforma al Régimen de Sociedades y 
Concursos. Temis S.A., 1999. Pág. 355).
ESTUDIO DE CONVENIENCIA, OPORTUNI-
DAD Y NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY

Tal y como está planteado el Proyecto de Ley de 
Régimen de Insolvencia para la Persona Natural no 
Comerciante que estudiamos, se concibe como una he-
rramienta que apunta a plantear un mecanismo expedi-
to y sencillo para el deudor no comerciante de superar 
su crisis económica, acudiendo a un procedimiento de 
esencia conciliatoria entre el deudor y sus acreedores 
para que en un término no superior a 60 días, máximo 
90, a través de un trámite de negociación de deudas en 
el que de común acuerdo ante un Conciliador se puedan 
replantear las condiciones de pago de sus obligaciones 
sin importar la naturaleza de estas, es decir que pueden 
ser objeto de este procedimiento las deudas privadas, 
	��� ��
�
������ ��� ���$
�
��� 
����
������ ��� ���$
�
���
públicos, impuestos, tasas o contribuciones, etc., para 
������ ���$������ 	�� ��
����
��
������������
������ 
�-
tereses, dación en pago, intercambio de activos, entre 
otras posibilidades se concluya en un acuerdo de pago 
factible que le posibilite al deudor recuperar su “sta-
���`�
����
�������	�������������������������������������
y normalizar.

Podemos acudir como fuente de información, prin-
cipalmente al sistema de quiebra de los Estados Uni-
dos, el cual se ha hecho célebre a nivel mundial por su 
��	��
����� ��� �
���
���� 	��� ^��
	
���������� ���
���� ��
sus ciudadanos en su calidad tanto de deudores como 
de acreedores, que contemplan desde el proceso de re-
ajuste de deudas para personas naturales hasta el proce-
so de quiebra directa, comúnmente conocidos como los 
Capítulos 13 y 7, respectivamente, del Código Federal 
de Quiebras de los Estados Unidos.

Además de lo anterior, y como complemento a los 
estudios realizados previamente a la ponencia que nos 
ocupa, podemos concluir que el procedimiento conci-
liatorio propuesto debe llegar a convertirse en un ins-
trumento de descongestión judicial, por cuanto, si se da 
estricto cumplimiento a las disposiciones consagradas 

en el articulado, una gran cantidad de procesos que se 
encuentran en curso, así como las demandas que se pre-
tendan interponer, gozarían de este mecanismo para so-
	��
������������?
��������������������@���
������
��%�
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN LA CO-
MISION TERCERA DEL SENADO EN SESION 
DEL DIA 18 DE NOVIEMBRE DE 2009 AL PRO-
YECTO DE LEY NUMERO 346 DE 2009 SENA-

DO, 055 DE 2008 CAMARA
por la cual se establece el Régimen de Insolvencia 

para la Persona Natural no Comerciante.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Finalidad del Régimen de Insolvencia 

Económica para la Persona Natural no Comerciante. 
El Régimen de Insolvencia regulado en la presente 

ley tiene por objeto permitirle al deudor que es perso-
na natural no comerciante ni directa, ni indirectamen-
te, acogerse a un procedimiento legal que le permita 
mediante un trámite de negociación de deudas en au-
diencia de conciliación extrajudicial celebrar un acuer-
do de pago con sus acreedores y cumplir así con sus 
��	
���
���������
�����������	��
������
����
���������
el comercio y demás personas naturales. 

El Régimen de Insolvencia Económica buscará, 
además, promover siempre la buena fe en las relacio-
����
����
�������������
�	������	����������������	����
comerciante. 

Artículo 2°. Ambito de aplicación.
Estarán sometidas al régimen de insolvencia con-

templado en la presente ley las personas naturales no 
comerciantes que tengan su domicilio en el país.

Artículo 3°. Principios del Régimen de Insolven-
cia para las Personas Naturales no Comerciantes.

El régimen de insolvencia está orientado por los si-
guientes principios: 

1. Universalidad: La totalidad de los bienes del deu-
dor quedarán vinculados al procedimiento de insolven-
cia, a partir de su iniciación. 

2. Colectividad: La totalidad de los acreedores del 
deudor en crisis deben concurrir al proceso concursal.

3. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los 
acreedores que concurran al procedimiento de insol-
vencia, sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre 
prelación legal de créditos. 

k���
���
�_�{�@
�
%��
������	�������	��������	����-
���
�
��������
���	$���
����������
�
�����	��������
�	�
tanto del deudor como de sus acreedores. 

5. Celeridad: Brevedad en los términos previstos 
dentro del procedimiento de insolvencia. 

6. Transparencia: El deudor deberá proporcionar 
la información solicitada por el conciliador o el Juez 
según sea el caso, de manera oportuna, transparente y 
comparable, permitiendo el acceso a ella en cualquier 
oportunidad del procedimiento. Por su parte, el acree-
dor deberá suministrar al procedimiento de insolvencia 
la totalidad de la información relacionada con el crédi-
to, sus intereses y sus garantías.

7.  Buena fe: Las actuaciones en el curso del pro-
cedimiento de insolvencia deberán estar investidas de 
la buena fe tanto del deudor como de los acreedores y 
demás sujetos intervinientes quienes deberán propiciar 
la negociación no litigiosa, pública e informada en re-
lación con las deudas y bienes del deudor.
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8. Publicidad: Divulgación oportuna del inicio del 
procedimiento de insolvencia así como del resultado 
del trámite de negociación de deudas y del correspon-
diente acuerdo de pagos o de su fracaso, según sea el 
caso, para información del público interesado.

9. Equilibrio: Se protegerán los derechos del deudor 
y del acreedor para que puedan acceder en igualdad de 
condiciones al procedimiento de insolvencia.

10. Simplicidad: El procedimiento deberá ser sim-
ple y fácil, ajeno a la litigiosidad, claro, preciso y breve 
en etapas y en trámites.

11. Prevalencia de los derechos fundamentales: Du-
rante el curso del procedimiento de insolvencia preva-
lecerán los derechos constitucionales fundamentales y 
el derecho sustancial sobre el procesal.

Artículo 4º. Supuestos de insolvencia económica.
&���� 	��� 
���� ���$
����� ��� ����� 	���� ��� ����������

que la persona natural no comerciante podrá acogerse 
al procedimiento de insolvencia contemplado en esta 
ley, cuando como deudor se encuentre en situación de 
cesación de pagos. 

El deudor estará en cesación de pagos cuando in-
cumpla el pago de dos o más obligaciones a favor de 
dos o más acreedores por más de sesenta (60) días, o 
cursen en su contra dos o más demandas de ejecución 
o de jurisdicción coactiva exigiendo el pago de alguna 
de sus obligaciones.

Parágrafo 1°. En cualquier caso, el valor porcen-
tual de las obligaciones con cesación de pagos, o recla-
madas judicial o coactivamente, deberán representar no 
menos del cincuenta (50%) por ciento del pasivo total 
����������	����������	��^��[�����	�����������
����
�����
de la solicitud, de conformidad con lo establecido para 
el efecto en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para todos los efectos de esta ley, se 
excluyen del porcentaje para determinar la cesación de 
pagos y del cómputo del derecho de voto para aprobar 
el acuerdo de pagos, los créditos a favor del cónyuge o 
compañero permanente del deudor o sus parientes en 
������������������������
�
�����������������
�
������
primero civil, así como también los créditos a favor de 
sociedades controladas por cualquiera de estos. 

Artículo 5°. Competencia de los conciliadores.
Tratándose de deudores personas naturales no co-

merciantes, la solicitud para dar inicio al procedimien-
to de insolvencia podrá ser presentada ante cualquiera 
de los Centros de Conciliación del lugar del domicilio 
del deudor, que se encuentren debidamente autorizados 
por el Ministerio del Interior y de Justicia, incluidas las 
}����;�����������������������	�������
����
#���������	��
~����k+����Q++���������������������	�����

�������
adicionen.

Los Conciliadores en uso de las facultades conferi-
das por el inciso 3° del artículo 116 de la Constitución 
Política, conocerán de los procedimientos de insolven-
cia. No obstante cuando en el desarrollo del procedi-
miento de insolvencia se presenten situaciones que 
superen las atribuciones o la competencia conferida 
legalmente al Conciliador, dicha situación será resuelta 
mediante el trámite de proceso verbal sumario, en úni-
ca instancia, ante el juez civil del domicilio del deudor.

Artículo 6º. Competencia de la Jurisdicción Civil.
Conocerá, a prevención, en única instancia de las 

controversias contenciosas previstas en esta ley, el Juez 
Civil Municipal o del circuito del domicilio del deudor, 
a través del proceso verbal sumario en los siguientes 
casos: 

a) Cuando así lo disponga la presente ley por pre-
sentarse situaciones en desarrollo del procedimiento de 
insolvencia que superen las atribuciones o la compe-
tencia conferida legalmente al Conciliador.

b) Cuando el acuerdo de pagos que resulte del pro-
cedimiento de insolvencia sea impugnado. Los jueces 
civiles deberán dar prelación a los procedimientos de 
insolvencia que les sean dados a conocer, sobre los de-
más procesos que en materia civil les competen.

Parágrafo 1°. El juez que conozca la primera de las 
controversias que se susciten en el trámite previsto en 
esta ley, conocerá de manera privativa de todas las de-
más controversias que se presenten durante el trámite o 
ejecución del acuerdo. En estos eventos no habrá lugar 
a reparto.

Parágrafo 2°. El Ministerio Público podrá hacerse 
presente a lo largo de todo el procedimiento de insol-
vencia, debiendo hacerlo en los casos en que se discu-
tan obligaciones de jurisdicción coactiva o reclamación 
de alimentos.

Artículo 7º. Gratuidad.
Los trámites inherentes a los procedimientos de in-

solvencia que se celebren ante funcionarios públicos 
facultados para conciliar, ante centros de conciliación 
de consultorios jurídicos de facultades de derecho y de 
las entidades públicas serán gratuitos. Los Notarios y 
los Centros de Conciliación privados podrán cobrar por 
sus servicios de conformidad con el marco tarifario que 
establezca el Gobierno Nacional. 

Artículo 8º. Tarifa para centros de conciliación 
remunerados.

El Gobierno Nacional reglamentará el marco dentro 
del cual los centros de conciliación remunerados, los 
��������� 
����
���� ��� ������ �� 	��� �����
����
#����� 	���
tarifas para la prestación del servicio de conciliación. 
En todo caso, para el cálculo de costos se tendrá en 
cuenta el monto total de las obligaciones por concepto 
de capital así como los ingresos del deudor.

Artículo 9º. Facultades y ctribuciones del conci-
liador. 

Para los efectos de la presente ley, el Conciliador, 
tendrá las siguientes facultades y atribuciones, sin per-
juicio de lo establecido en otras disposiciones:

1. Citar al deudor y a sus acreedores de confor-
midad con lo dispuesto en esta ley. 

2. Citar por escrito a quienes, en su criterio, de-
ban asistir a la audiencia. 

3. Ilustrar a los comparecientes sobre el objeto, 
alcance y límites del procedimiento de insolvencia, 
del trámite de negociación de deudas y del acuerdo 
de pagos. 

4. ���

����	����������������
���	$���
�����$
�����
en esta ley y el suministro de toda la información que 
de acuerdo con la misma deba aportar el deudor.

5. Solicitar la información que considere necesa-
ria para la adecuada orientación del trámite de negocia-
ción de deudas.

6. Actuar como Conciliador en el curso del pro-
cedimiento de insolvencia.

7. Motivar a las partes para que presenten fórmu-
	�����������	��������������	��
�^�����
���
����
������	�
deudor y la propuesta de negociación presentada por el 
mismo en la audiencia. 
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8. Velar porque el acuerdo de pagos al que lle-
guen el deudor y sus acreedores, cumpla con los requi-
sitos de celebración y contenido exigidos en la presente 
ley y formular las propuestas de arreglo que en ese sen-
tido, estime necesarias, dejando constancia de ello, en 
el acta respectiva. 

9. Levantar las actas de las audiencias que se ce-
lebren en desarrollo de este procedimiento y llevar el 
registro de las mismas.

10. Registrar el acta de la audiencia de concilia-
ción de conformidad con lo previsto en esta ley. 

11. =���

�����	�^����������	�������
��
����	����	�-
bración del acuerdo y la declaratoria del cumplimiento 
o incumplimiento del mismo.

12. Con base en la información presentada por el 
deudor en la solicitud y demás elementos aportados du-
�������	�����
�����	��������	���������������	

���
�����
graduación de acreencias de conformidad con lo esta-
blecido sobre prelación de créditos en el Título XL del 
Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales 
����	�����

���������
�
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Parágrafo. Es deber del Conciliador velar por que 
no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, 
así como los derechos mínimos e intransigibles prote-
gidos constitucionalmente. 

T I T U L O   II
PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA

CAPITULO II
Trámite de negociación de deudas

Artículo 10. Requisitos de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.

La solicitud de trámite de negociación de deudas 
podrá ser presentada directamente por el deudor o a 
través de apoderado, la cual se entiende hecha bajo la 
gravedad del juramento y a ella se deberá anexar los 
siguientes documentos: 

1. Un informe que indique de manera precisa las 
causas que lo llevaron a la situación de insolvencia.

2. La propuesta para la negociación de deudas 
que debe ser clara, expresa objetiva, fundada acorde 
con su estado patrimonial y con su pasado patrimonial 
y crediticio. 

3. Una relación completa y actualizada de todos 
los acreedores, en el orden de prelación de créditos que 
señala el Título XL en los artículos 2488 y siguientes 
del Código Civil, indicando nombre, domicilio y di-
rección de cada uno de ellos, dirección de correo elec-
trónico, cuantía y naturaleza de los créditos, tasas de 
interés, documentos en que consten, fecha de otorga-
miento del crédito y vencimiento; nombre y domicilio 
���
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alguna información, el deudor deberá expresarlo. 

4. Una relación completa y detallada de sus acti-
vos: incluidos los que posea en el exterior, indicando 
$�	����� �� 	��� ������ �������
��� ����� ��� 
����

���
���
así como la información detallada de los gravámenes, 
afectaciones y medidas cautelares que pesen sobre 
ellos y una relación de los activos que haya enajenado o 
transferido a cualquier título dentro de los seis (6) me-
ses anteriores a la solicitud del trámite de insolvencia. 

5. Una relación de los procesos judiciales y de 
cualquier procedimiento o actuación administrativa de 
carácter patrimonial que adelante el deudor o que curse 
��������	��
��
�������	�#�%�������	���
�
���������������
radicados y su estado actual.

6. =���
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-
co Independiente, en la cual además de dejar constan-
cia del cumplimiento de los requisitos previstos en esta 
ley en cuanto a vencimiento de las obligaciones, mon-
to, relación de las obligaciones vencidas con el total 
��	����
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$�����
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������@�����-
mente que está libre de impedimentos frente al deudor.

7. =���

���
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����������	���������@��-
dida por el empleador del solicitante cuando exista un 
contrato laboral vigente o por un contador público en 
caso de que sea trabajador independiente.

8. Relación debidamente sustentada respecto del 
monto al que ascienden los gastos necesarios para la 
subsistencia del deudor y de las personas a su cargo, si 
las hubiese.

9. Monto de las obligaciones que el deudor debe 
continuar sufragando durante el proceso de negocia-
ción, para la adecuada conservación de sus bienes y la 
debida atención de los gastos del proceso. 

10. Información relativa a si tiene o no sociedad 
conyugal vigente. En el evento en que haya existido 
sociedad conyugal, deberá informar cuándo inició y 
cuándo terminó y si ocurrió dentro de los dos (2) años 
anteriores a la solicitud de insolvencia deberá adjuntar 
copia de la escritura pública de la liquidación de la so-
ciedad conyugal o en su defecto copia de la sentencia 
judicial proferida en el proceso de liquidación de la so-
ciedad conyugal adelantada ante autoridad judicial. En 
caso que se haya dado separación de bienes sin liqui-
dación de la sociedad conyugal, igualmente dentro de 
los dos (2) años anteriores a la solicitud de insolvencia, 
deberá informar la fecha en que se dio y adjuntar la 
relación de bienes con el valor comercial estimado que 
fueron objeto de entrega.

Parágrafo 1º. Los formatos necesarios para dili-
genciar la información correspondiente a los anteriores 
literales podrán ser descargados por vía electrónica de 
manera gratuita en la página web del Ministerio del In-
terior y de Justicia y de los Centros de Conciliación de 
todo el país. 

Parágrafo 2º. La relación de acreedores y de acti-
vos deberá hacerse con corte al último día calendario 
del mes inmediatamente anterior a aquel en que se pre-
sente la solicitud.

Parágrafo 3º. Las declaraciones hechas por el deu-
dor en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, se 
entenderán rendidas bajo la gravedad del juramento y 
en la solicitud deberá incluirse expresamente la mani-
festación de que no se ha incurrido en omisiones, im-
precisiones o errores que impidan conocer su verdadera 
�
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Artículo 11. Intercambio de activos. El deudor po-
drá incluir dentro de su propuesta de negociación de 
deudas el intercambio de activos propios como fórmula 
de pago parcial o total de una o varias de sus obliga-
ciones. En tal caso el Conciliador designará un perito 
idóneo para avaluar el bien que el deudor entrega en 
dación en pago para que dentro del término máximo 
de cinco (5) días hábiles emita su peritaje sobre el bien 
propuesto. Cuando el avalúo del bien supere el valor 
de las obligaciones del deudor, este podrá solicitar por 
vía judicial el remate del mismo, caso en el cual podrá 
recibir a su favor, el saldo o remanente en dinero o en 
especie, según sea el caso, en este último caso igual-
mente debe mediar avalúo de un perito idóneo. 
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Parágrafo. El Gobierno Nacional determinará los 
parámetros que deberán tenerse en cuenta para la valo-
ración de los activos, en tal sentido integrará listas de 
peritos avaluadores orientados a prestar sus servicios 
dentro de los procedimientos de insolvencia. 

Artículo 12. Decisión de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.  

Presentada la solicitud de trámite de negociación de 
���������$��
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por parte del Conciliador, o si es corregida por el solici-
tante dentro del término legal, en cuanto a los defectos 
señalados por el Conciliador y sufragados previamente 
los costos del trámite cuando sea del caso, a más tardar 
al día hábil siguiente de la presentación de la solicitud, 
el Conciliador la aceptará y dará inicio al trámite de 
negociación de deudas. 

El cargo de Conciliador es de obligatoria aceptación 
���������� 	������� �Q���;����
��
�������� 	�����

���
���
del encargo, so pena de ser excluido de la lista. En el 
evento en que el Conciliador se encuentre impedido y 
no lo declare podrá ser recusado por las causales pre-
vistas en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil.

Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a 
la iniciación del trámite de negociación de deudas, el 
deudor deberá presentar una relación actualizada de sus 
obligaciones con corte a esa fecha, en la que deberá 
incluir sus acreencias conforme al orden de prelación 
legal previsto en el Código Civil. 

El Conciliador dispondrá de cinco (5) días hábiles 
para revisar el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en esta ley respecto de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas. Si dicha solicitud no cumple las 
exigencias requeridas, el Conciliador inmediatamente 
señalará los defectos de que adolece y otorgará al deu-
dor un plazo hasta de cinco (5) días hábiles para que lo 
corrija.

Si dentro del plazo otorgado el peticionario no sub-
sana los defectos de la solicitud, esta será rechazada 
��
�
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recurso de reposición ante el mismo Conciliador.

Artículo 13. Omisión de obligaciones o bienes por 
parte del deudor. 

Cuando el Conciliador o cualquiera de los acreedo-
res advierta que el deudor omitió relacionar obligacio-
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Reparto o al juez que esté conociendo o haya conocido 
de las controversias que se susciten en el trámite pre-
visto en esta ley, para que dentro del trámite de proceso 
verbal sumario revise el expediente y si es del caso re-
suelva declarar fracasado el trámite de negociación de 
deudas o declare incumplido el acuerdo, caso en el cual 
procederá a actuar de conformidad con lo establecido 
en la presente ley. En este caso, los procesos ejecutivos 
que cursen contra el deudor, continuarán inmediata-
mente su trámite.

Artículo 14. Aceptación de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.

���� $�%� �	� =���
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de los requisitos establecidos en esta ley en la solicitud 
del trámite de negociación de deudas y el deudor haya 
sufragado los costos cuando sea del caso, el Concilia-
dor designado por el Centro de Conciliación la aceptará 
y dará inicio al trámite de negociación de deudas. 

Artículo 15. Término del Trámite de Negociación 
de Deudas. 

El término para llevar a cabo el trámite de negocia-
ción de deudas es de sesenta (60) días hábiles, contados 
a partir de la aceptación de la solicitud prorrogable has-
ta por treinta (30) días más siempre que así lo soliciten 
el deudor y siquiera uno de los acreedores de los cré-
�
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Artículo 16. Efectos de la iniciación del Trámite 
de Negociación de Deudas.

A partir de la aceptación de la solicitud del trámi-
te de negociación de deudas se suspende el cobro de 
cualquier tipo de interés sobre las obligaciones objeto 
del procedimiento de insolvencia, así como de cuotas 
de administración, manejo o cobros similares que de 
cualquier modo el acreedor pretenda hacer exigible al 
deudor.

Tampoco podrá admitirse o continuarse acciones 
civiles ejecutivas, de restitución de bienes o de juris-
dicción coactiva en contra del deudor quedando este 
facultado para alegar la nulidad del proceso ante el juez 
�����������������	�����	���������	������
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pida el Centro de Conciliación sobre la iniciación del 
trámite de negociación de deudas. 

De existir otros demandados en los procesos ejecu-
tivos en curso se podrán solicitar y practicar medidas 
cautelares sobre bienes de propiedad de aquellos, salvo 
lo dispuesto por el artículo 519 del Código de Procedi-
miento Civil.
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de la aceptación de la solicitud del trámite de nego-
ciación de deudas a los jueces de conocimiento de los 
procesos judiciales indicados en la solicitud así como 
a cualquier otro que indique el deudor o los acreedores 
comunicando la aceptación del trámite de negociación 
de deudas, quedando el proceso suspendido a partir de 
la fecha de radicación en el juzgado correspondiente, 
��	��
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tación. El deudor podrá alegar la nulidad de las actua-
ciones que se cumplan dentro del proceso a partir de 
dicha fecha de entrega.

Contra los codeudores o garantes o en general con-
tra cualquiera que haya garantizado obligaciones del 
deudor, se podrán adelantar acciones civiles ejecutivas 
o de jurisdicción coactiva únicamente hasta la práctica 
de medidas cautelares. 

En los eventos de fracaso del trámite de negociación 
de deudas o terminación del acuerdo por incumplimiento 
del deudor y de haberse expresado en la acción ejecutiva 
la reserva de solidaridad respecto del deudor, podrá el 
demandante vincular al deudor al correspondiente pro-
ceso en cualquier etapa del mismo quien se entenderá 
vinculado al proceso con la simple adición del manda-
miento de pago o auto admisorio de la demanda.

Decretada la vinculación del deudor al proceso, la 
actuación frente a los demás demandados se suspen-
derá sin perjuicio de la solicitud y práctica de medidas 
cautelares sobre bienes de propiedad de los demás de-
�����������	����������
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mandamiento de pago o auto admisorio conforme lo 
dispuesto por el Código de Procedimiento Civil, permi-
tiéndole alcanzar la etapa procesal en que se encuentre 
el respectivo trámite frente a los demás demandados. 
El Juez velará por la adecuación del trámite en cada 
caso. Ajustado el trámite, la actuación contra todos los 
demandados continuará conjuntamente. 
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Cuando haya medidas cautelares sobre los bienes 
del deudor, el Conciliador enviará el expediente al Juez 
Civil asignado por reparto, quien determinará si la me-
dida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga 
a los objetivos del proceso, atendiendo la recomenda-
ción del Conciliador y teniendo en cuenta su urgencia, 
conveniencia y necesidad, debidamente motivada.

Cuando venza el plazo señalado para celebrar el 
Acuerdo el Conciliador informará a los Jueces de co-
nocimiento de los procesos judiciales señalados en la 
solicitud de negociación de deudas, las resultas del pro-
cedimiento de insolvencia, así como a cualquier otro 
que indique el deudor o acreedores dando cuenta de los 
resultados de la negociación. 

El Juez Civil que conozca de las acciones que cur-
sen en contra del deudor mediante auto que será noti-

������������	��������	������
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inicio del procedimiento de insolvencia. Dentro del 
término de ejecutoria de ese auto, el accionante podrá 
desistir de la acción ejecutiva en contra del deudor con-
tinuándola contra sus garantes o codeudores sin que 
por este desistimiento se condene en costas y perjuicios 
al demandante y el Juez de conocimiento informará de 
tal hecho al Conciliador dentro del trámite de negocia-
ción de deudas, a efectos de sustraer de dicho trámite 
la obligación comprendida dentro del desistimiento. En 
este sentido se entiende adicionado el artículo 345 del 
Código de Procedimiento Civil.

Las personas naturales o jurídicas que presten ser-
vicios públicos domiciliarios al deudor admitido al trá-
mite de negociación de deudas, no podrán suspender la 
prestación de aquellos por causa de tener créditos inso-
lutos a su favor. Si la prestación estuviera suspendida, 
estarán obligadas a restablecerla, so pena de respon-
der por los perjuicios que se ocasionen. El valor de los 
nuevos servicios que se presten a partir de aceptación 
del trámite de negociación de deudas, se pagarán de 
manera preferente.

El Juez declarará de plano la nulidad de las actua-
ciones surtidas en contravención a lo prescrito en los 
anteriores incisos, por auto que no tendrá recurso al-
guno.

Parágrafo. Los gastos necesarios para la subsisten-
cia del deudor y de las personas a su cargo, así como 
las obligaciones que este debe continuar pagando du-
rante el procedimiento de insolvencia serán pagados de 
preferencia y no estarán sujetos al sistema que en el 
acuerdo de pago se establezca para las demás acreen-
cias. El desconocimiento de esta disposición conllevará 
al fracaso del procedimiento de insolvencia. 

Artículo 17.  Procesos Ejecutivos Alimentarios en 
Curso. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior 
los procesos ejecutivos alimentarios que se encuentren 
en curso al momento de aceptarse la solicitud del trá-
mite de negociación de deudas, los cuales continuarán 
adelantándose conforme al procedimiento previsto en 
la ley, sin que sea procedente decretar la suspensión o 
levantamiento de las medidas cautelares decretadas en 
razón al inicio del trámite de negociación de deudas.

En el caso particular de este tipo de procesos, el de-
mandante deberá hacerse parte en el trámite de nego-
ciación de deudas y continuar con el proceso ejecutivo 
de alimentos. 

En caso de llegar a desembargarse bienes o de que-
dar un remanente del producto de los embargados o su-

bastados dentro del proceso ejecutivo de alimentos, es-
tos serán puestos a disposición del despacho que haya 
embargado el remanente o del Juez cuyo embargo haya 
sido desplazado por el de alimentos y en todo caso, se 
informará de ello al Conciliador que tenga a su cargo el 
procedimiento de insolvencia.

Artículo 18. ���������	
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Negociación de Deudas. 

Dentro de los cinco (5) días siguientes a la acepta-
ción del Trámite de Negociación de Deudas, el Con-
ciliador, dejando constancia de ello, informará por es-
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en la página web del Centro de Conciliación a todos 
los acreedores relacionados por el deudor acerca de la 
aceptación de la solicitud, indicándoles el monto por el 
que fueron relacionados y la fecha en que se llevará a 
cabo la Audiencia de negociación de deudas. 
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nanciera o una entidad de servicios públicos domicilia-
�
��������$�%��������
�����������

����������������-
tante legal, deberá hacerse presente dentro del trámite 
de negociación de deudas directamente o mediante 
apoderado debidamente acreditado y con poder espe-
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de plazos, de intercambio de activos, de dación en pago 
y demás alternativas que le eleve el deudor dentro del 
procedimiento de insolvencia. 
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de servicios públicos domiciliarios sin que este o su 
apoderado comparezcan al trámite de negociación de 
deudas, se entenderá efectuado su allanamiento a las 
decisiones que resulten incorporadas en el acuerdo de 
pago, así como su aceptación tácita de los demás efec-
tos del mismo.

Artículo 19. Restricciones a la solicitud de trámite 
de negociación de deudas. 

El Juez a solicitud del conciliador declarará fracasa-
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que que se cumple alguna de las siguientes causales y 
obrará de conformidad con lo previsto en el artículo 33 
de la presente ley:

1. Si se demuestra que dentro de los seis (6) me-
ses anteriores a la aceptación de la solicitud el deudor 
���$���������
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gistro, a juicio de un perito en detrimento de la prenda 
general de los acreedores. 
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ración de bienes de su cónyuge o traspasó a cualquier 
otra persona la titularidad de uno o varios de sus bienes 
que representen más del diez por ciento (10%) del total 
de sus activos con antelación a la fecha de la solicitud 
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solventarse. 

Artículo 20. Fecha de Fijación de la Audiencia de 
Negociación de Deudas. 

La Audiencia de negociación de deudas deberá ce-
lebrarse dentro de los veinte (20) días hábiles siguien-
������	���������
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realizará en los mismos términos del artículo 18 de la 
presente ley.

Artículo 21. Desarrollo de la Audiencia de Nego-
ciación de Deudas.

1. Como primer punto para el desarrollo de la Au-
diencia, el Conciliador pondrá en conocimiento de los 
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acreedores, la relación detallada de las acreencias y los 
activos y les preguntará si están de acuerdo con la exis-
tencia, naturaleza y cuantía de las obligaciones relacio-
nadas por parte del deudor y si tienen dudas o discre-
pancias con relación a las propias u otras acreencias. Si 
no se presentaren objeciones, dicha relación constituirá 
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2. De existir discrepancias, el Conciliador insta-
��� �� 	���������� ��
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evento de que existieren discrepancias con relación a 
la existencia, naturaleza o cuantía de una acreencia, el 
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su reparo y al acreedor objetado, para que indique la 
fuente, naturaleza y causa de la obligación. 

3. El Conciliador propiciará fórmulas de arreglo 
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de insolvencia en desarrollo de lo cual podrá requerir la 
presentación de documentos o simple prueba sumaria 
que dé cuenta del origen, existencia, cuantía y natura-
leza de la obligación, para lo cual podrá suspender la 
Audiencia.

4. Si reanudada la audiencia, las objeciones no 
fueren conciliadas, el Conciliador declarará fracasado 
el trámite de negociación de deudas y procederá en la 
forma descrita en el artículo 27 de la presente ley.

5. Si no hay inconformidad con relación a la exis-
tencia, cuantía y naturaleza de las obligaciones o las 
objeciones fueren conciliadas, habrá lugar a considerar 
la propuesta del deudor. 

6. El Conciliador solicitará al deudor que haga una 
exposición de la propuesta de pago para la atención de 
las obligaciones. 

7. Presentada la propuesta por parte del deudor 
el Conciliador la pondrá a consideración de los acree-
��������
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a ella. 

8. El Conciliador preguntará al deudor y a los acree-
dores acerca de la propuesta y las contrapropuestas que 
vayan surgiendo y podrá formular otras alternativas de 
arreglo. 

9. Si no se llegare a un Acuerdo en la misma Re-
unión y siempre que se advierta una posibilidad obje-
tiva de arreglo, el Conciliador podrá suspender la Au-
diencia y la reanudará a más tardar dentro de los diez 
(10) días hábiles siguientes.

10. En todo caso, las deliberaciones no podrán ex-
tenderse más allá del término previsto en el artículo 15 
de esta ley. En caso contrario se dará por fracasado el 
Acuerdo de Negociación de Deudas. 

Artículo 22. Suspensión de la Audiencia de Nego-
ciación de Deudas. 

La audiencia de negociación de deudas podrá sus-
penderse las veces que sea necesario en los eventos 
previstos en el artículo anterior. En todo caso, el trámite 
de negociación de deudas no podrá extenderse más allá 
del término previsto en el artículo 15 de esta ley.

El Conciliador decretará la suspensión en forma 
motivada por considerarlo necesario o a solicitud del 
deudor.

La Audiencia se reanudará a más tardar el décimo 
(10º) día hábil siguiente para aportar los documentos y 
adelantar nuevas deliberaciones. 

Artículo 23. Decisión sobre objeciones.
Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

fecha de suspensión de la Audiencia por la existencia 

de objeciones no conciliadas, el deudor o el acreedor 
objetantes podrán demandar, ante el Juez Civil de co-
nocimiento, la resolución de la correspondiente obje-
ción. Dicha demanda se adelantará a través del trámite 
del proceso verbal sumario, de única instancia, en el 
cual será procedente la acumulación de otra u otras 
objeciones que se hubieren presentado con ocasión del 
Trámite de Negociación de Deudas del mismo deudor, 
correspondiéndole al Juez que haya conocido de la pri-
mera objeción presentada, conocer de las restantes. 

Contra la sentencia de objeciones no procederá re-
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reanudará la Audiencia de que trata el artículo anterior 
con la realización de los ajustes a que haya lugar a la 
Relación de Acreencias actualizada presentada por el 
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Artículo 24. Acuerdo de Pago.
El Acuerdo de Pago estará sujeto a las siguientes 

reglas: 
1. Deberá celebrarse dentro de los sesenta (60) 

días hábiles siguientes a la fecha en que se aceptó la 
solicitud de trámite de negociación de deudas o dentro 
del término de prórroga que contempla la presente ley.

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedo-
res que representen más del cincuenta por ciento (50%) 
del monto total del capital de la deuda y deberá contar 
con la aceptación expresa del deudor. Para efectos de 
la mayoría decisoria se tomarán en cuenta únicamente 
los valores por capital, sin contemplar intereses, mul-
tas o sanciones de orden legal o convencional. En el 
caso de deudas contraídas en UVR, moneda extranjera 
o cualquier otra unidad de cuenta, se liquidarán en su 
equivalencia en pesos con corte al último día calenda-
rio del mes inmediatamente anterior a aquel en que se 
presente la solicitud.

3. Debe comprender y obligar a la totalidad de 
acreedores anteriores a la fecha de aceptación de la so-
licitud respecto de sus obligaciones que no hayan sido 
comprendidas en desistimientos conforme lo estableci-
do por el inciso 7º del artículo 11 de la presente ley, aún 
cuando no hayan concurrido a la Audiencia o cuando 
habiéndolo hecho no hayan consentido el Acuerdo. 

4. Respetará la prelación y privilegios señalados 
en la ley civil y dispondrá un mismo trato para todos 
los acreedores de una misma clase o grado. 

5. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas y hasta la celebración del acuerdo de 
pago o el transcurso del término previsto en el artículo 
15 de la presente ley para llevar a cabo la negociación, 
se interrumpe el término de prescripción y no operará 
la caducidad de las acciones respecto de los créditos 
que contra el deudor se hubieren hecho exigibles antes 
de la iniciación de dicho trámite. 

6. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas se suspende el cobro de intereses, 
cuotas de administración de manejo o demás pagos exi-
gidos inherentes a las obligaciones objeto del procedi-
miento de insolvencia. 

Los intereses de plazo o de mora que se causen se-
rán objeto de negociación por parte de los acreedores 
y el deudor, y se pagaran por este según se pacte en el 
acuerdo. Sin embargo, cuando el acuerdo de pagos sea 
suscrito dentro de los sesenta (60) días siguientes a la 
aceptación de la solicitud al trámite de negociación de 
deudas, no se cobrarán los intereses de mora causados 
durante este periodo.
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En el evento de que se declare fracasado el trámite o 
se declare el incumplimiento de las obligaciones pacta-
das en el acuerdo, el deudor deberá pagar los intereses 
que se hayan causado desde la iniciación del trámite 
hasta cuando se efectúe el pago. Igualmente, las quitas 
y demás concesiones otorgadas por los acreedores al 
deudor quedarán sin efecto.

7. En ningún caso el Acuerdo de Pagos implicará 
novación de las obligaciones, salvo pacto en contrario 
aceptado de manera expresa por el deudor y por cada 
acreedor de manera individual o por la totalidad de 
acreedores. 

8. En caso de dación en pago, intercambio de 
activos, sustitución o disminución de garantías se re-
querirá el consentimiento expreso del deudor y del res-
pectivo acreedor, al igual que aquellos casos en que se 
rebaje el capital de la obligación. 

9. De la audiencia se levantará un acta la cual 
será suscrita por el Conciliador y el deudor. Las par-
tes podrán solicitar y obtener del respectivo Centro de 
Conciliación copia del acta contentiva del acuerdo en 
cualquier momento. 

Parágrafo. El Acuerdo celebrado podrá ser obje-
to de reformas posteriores a solicitud del deudor y de 
los acreedores que representen no menos de una cuar-
ta parte de los créditos insolutos, solicitud que deberá 
formularse ante el Centro de Conciliación que conoció 
del Trámite inicial, acompañada de la actualización de 
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mación relativa a las fechas y condiciones en que se 
hubieren realizado pagos a los créditos que fueron ma-
teria del Acuerdo de pago. 

Aceptada dicha solicitud se procederá por parte del 
Conciliador que designe el Centro a convocar a Au-
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hábiles siguientes y en ella se indagará en primer tér-
mino a los acreedores sobre la conformidad en torno a 
la indicada actualización presentada y posteriormente 
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ción que presente el deudor, cuya aprobación y caracte-
rísticas se sujetará a las reglas previstas en el presente 
artículo. 

Si no se logra dicha aprobación, continuará vigente 
el Acuerdo anterior. 

Artículo 25. Efectos de la celebración del Acuerdo 
de Pago.

El Acuerdo de Pago podrá versar sobre cualquier 
tipo de obligación pecuniaria contraída por la persona 
natural no comerciante, incluidas aquellas en las que el 
Estado sea acreedor. 

Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afecten 
bienes sujetos a registro, se inscribirá copia del acta 
contentiva del Acuerdo, sin que sea necesario el otor-
gamiento de escritura pública. Las obligaciones deri-
vadas del Acuerdo que deban instrumentarse en títulos 
valores estarán exentas del impuesto de timbre.

Cuando en ejecución del Acuerdo se deba realizar la 
transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos 
a registro, bastará la inscripción de la providencia de 
adjudicación en el correspondiente registro, sin nece-
sidad de otorgar ningún otro documento o paz y salvo. 

El Acuerdo de Pago será considerado un acto sin 
cuantía para efectos de timbre, derechos notariales y, 
en general todos los impuestos y derechos que se pu-
dieran originar con ocasión del registro para el caso de 
transferencia de bienes, sin que al nuevo adquirente se 
le puedan hacer exigibles las obligaciones que pesen 
sobre los bienes adjudicados o adquiridos.

Una vez celebrado el Acuerdo de Pago, los procesos 
de ejecución y de restitución continuarán suspendidos, 
[��������������$��
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por el contrario, el desconocimiento del mismo. 

El Acuerdo de Pago presta mérito ejecutivo, sin em-
bargo las obligaciones contenidas en él no podrán de-
mandarse a través de procesos civiles ejecutivos hasta 
tanto se declare de manera expresa el incumplimiento 
de lo acordado por parte del Conciliador designado por 
el Centro de Conciliación en el que se celebró el Acuer-
do de Pago. Lo anterior sin perjuicio de los títulos valo-
res originarios de las obligaciones objeto del acuerdo, 
caso en el cual los mismos podrán continuar su trámite 
directamente a instancias judiciales. 

El Acuerdo de pago podrá disponer la obligación 
para los acreedores de solicitar al Juez, dentro de los 
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miento de las medidas cautelares practicadas dentro de 
los procesos ejecutivos en contra del deudor.

Las obligaciones contraídas por el deudor desde 
la fecha de aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, no harán parte del Acuerdo y 
deberán ser pagadas preferentemente y en las condi-
ciones pactadas. Sin embargo, el deudor no podrá ad-
quirir nuevos créditos u otorgar garantías de cualquier 
naturaleza a favor de terceros, sin el consentimiento de 
los acreedores que representen de la mitad más uno del 
valor de los pasivos. El incumplimiento de lo previsto 
en este inciso es causal de terminación del trámite de 
negociación de deudas y como consecuencia de ello el 
acreedor podrá utilizar todos los mecanismos legales 
que tenga a su alcance para proteger su crédito.

El deudor podrá solicitar el inicio de un nuevo trá-
mite de negociación de deudas, únicamente después de 
transcurridos seis (6) años desde la fecha de cumpli-
miento total del acuerdo anterior, situación debidamen-
�������
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���y/o las Cen-
trales de Información Financiera. Si el deudor no hu-
biere cumplido en su integridad el acuerdo celebrado, 
no podrá acogerse nuevamente a este procedimiento.

Artículo 26. ��
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das por la DIAN.
Cuando un deudor persona natural no comercian-

te sea aceptado al trámite de negociación de deudas 
previsto en esta ley, deberá liquidar y pagar intereses 
de mora, por las obligaciones objeto del acuerdo de 
pago, desde la fecha de exigibilidad de la obligación 
y hasta la fecha de presentación de la solicitud del 
trámite de negociación de deudas, observando las si-
guientes reglas:

a) En ningún caso la tasa de interés efectiva de las 
��	
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terés efectiva más alta pactada a favor de cualquiera de 
los otros acreedores, ni inferior al IPC correspondiente 
a los doce (12) meses inmediatamente anteriores a la 
fecha en la cual se realicen los respectivos pagos.

���~����������
����������	�����	
���
�����
���	��������
la que se pacte en el acuerdo de pago atendiendo a las 
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existir el soporte idóneo que respalde la negociación de 
la tasa, con el respaldo del conciliador.

2. Intereses en caso de incumplimiento. 
Cuando el acuerdo de pago termine por incumpli-

�
�����������������	����������	����������
���	���������
hayan cancelado, respecto de la totalidad de los saldos 
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adeudados de dichas obligaciones se aplicará la tasa de 
interés legal prevista en el Estatuto Tributario, en las 
condiciones establecidas por la DIAN. 

'��&	�%�������� �	� ����������	
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acuerdos de reestructuración. 

Los plazos que se estipulen en el Acuerdo de Pago 
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te del mismo, podrán ser superiores a los plazos máxi-
mos previstos en el artículo 814 del Estatuto Tributario 
y estarán sujetos a las resultas del acuerdo, para lo cual 
deberá existir el soporte idóneo que respalde la nego-
ciación de la tasa, con el respaldo del Conciliador.

Parágrafo. Sin perjuicio de la causación de intere-
ses y de la actualización de que trata el artículo 867-1 
del Estatuto Tributario, para la realización de pagos de 
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gracia hasta por un plazo máximo de dos (2) años, que 
se graduará en atención al monto de la deuda, de la 
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misma, siempre que los demás acreedores acuerden un 
periodo de gracia igual o superior al de las obligacio-
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créditos.

Artículo 27. Fracaso de la Negociación.
Si transcurrido el término previsto en el numeral 10 

del artículo 21 no se celebra el Acuerdo de Pago, el 
Conciliador deberá informar de tal circunstancia, den-
tro de los tres (3) días hábiles siguientes a aquel en que 
se declare el fracaso del Acuerdo, a los jueces de cono-
cimiento de los procesos judiciales indicados en la so-
licitud, así como a cualquier otro que indique el deudor 
�� 	��� ������������ ��
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ejecutivas, de restitución y de jurisdicción coactiva que 
cursen en contra del deudor. 

Los acreedores que al momento de la iniciación de 
la negociación no adelantaban procesos ejecutivos o 
de restitución en contra del deudor, quedan facultados 
para iniciar dichos procesos, o para vincular al deudor 
cuando estos se hayan iniciado en contra de sus codeu-
dores o garantes de la forma establecida en la presente 
ley. 

El deudor podrá solicitar el inicio de un nuevo trá-
mite de negociación de deudas, únicamente después de 
transcurridos seis (6) años desde la fecha de fracaso de 
la negociación del trámite que prevé esta ley.

Artículo 28. Incumplimiento del Acuerdo de Pago 
por parte del Deudor. 

Si el deudor no cumple las obligaciones contraídas 
en el Acuerdo de Pago, a solicitud de cualquiera de los 
acreedores o a solicitud del mismo deudor, el Conci-
liador citará a nueva Audiencia dentro de los diez (10) 
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Acuerdo original.
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rales de la celebración del Acuerdo de Pago dispuestos 
en el artículo 22 de la presente ley y el quórum se es-
tablecerá con base en los saldos insolutos de las obli-
gaciones. 
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Conciliador declarará incumplido dicho acuerdo. En 
este caso, y según lo previsto en el artículo anterior, el 
Conciliador informará al siguiente día hábil a los Jue-
ces ante quienes cursen procesos en contra del deudor, 
caso en el cual continuarán de manera inmediata los 
procesos ejecutivos y de restitución que cursen en con-
tra de este. 

En caso de que existieren diferencias en torno a la 
ocurrencia de eventos de incumplimiento del Acuer-
do, el acreedor que alegue el incumplimiento podrá 
demandar dentro de los diez (10) días hábiles siguien-
tes a la celebración de la respectiva audiencia, la de-
claratoria de incumplimiento por parte del Juez Civil 
del Circuito correspondiente al domicilio del deudor. 
Dicha demanda se adelantará a través del trámite del 
proceso verbal sumario, en el cual procederá la acu-
mulación de otras demandas de incumplimiento que 
se presenten en relación con el mismo acuerdo. A la 
demanda correspondiente se acompañará una copia del 
���������������
�������	�����
���
��
�����������	����-
pectivo Conciliador así como una copia del acta que 
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Juez, solo procederá el recurso de apelación. Declarado 
el incumplimiento, el Juez comunicará dicha decisión 
al Centro de Conciliación en el que se adelantó el Trá-
mite de Negociación, a efectos de que se proceda en los 
términos indicados en el artículo 27 de esta ley. 

Artículo 29. Impugnación del Acuerdo de Pago. 
Dentro de los dos (2) meses siguientes a la cele-

bración del Acuerdo, cualquier acreedor anterior a la 
iniciación del trámite de negociación de deudas podrá 
impugnar el Acuerdo de Pago, a efectos de que se de-
clare su nulidad, la cual procederá cuando se determine 
cualquiera de las siguientes causales:

1. Cuando en la información presentada por el deu-
dor al solicitar el trámite de negociación de deudas, no 
se hubiere relacionado o incluido activos suyos u obli-
gaciones a su cargo, o se hubiere suministrado errónea-
mente las direcciones o sitios de ubicación de uno o 
más acreedores que hubieren impedido que el respecti-
vo acreedor fuera informado de la iniciación del trámi-
te de negociación de deudas. En el evento de omisión 
de obligaciones o de suministro de información errónea 
sobre dirección o sitio de ubicación, el término de im-
pugnación por parte del respectivo acreedor, será de un 
(1) año a partir de la celebración del acuerdo de pago. 

2. Cuando en la mencionada información hubiere 
incluido deudas que no fueren ciertas o se hubiere des-
conocido lo previsto en el artículo 4º de la presente ley.

3. Cuando dentro del año anterior a la aceptación 
del Trámite de Negociación de Deudas y antes de la 
celebración del Acuerdo, el deudor hubiere transferido 
o gravado bienes suyos que representen más del diez 
por ciento (10%) del total de sus activos, a juicio de un 
perito avaluador en detrimento de la prenda general de 
los acreedores.

4. Cuando el Acuerdo no incluya a todos los acree-
dores anteriores a la iniciación del Trámite de Negocia-
ción, no respete los privilegios y preferencias de ley o 
cuando contenga estipulaciones que impliquen un trato 
desigual a acreedores de la misma clase, sin aceptación 
expresa del acreedor o acreedores afectados. 

Del proceso de impugnación del acuerdo conocerá, 
a prevención, el Juez Civil del Circuito correspondien-
te al domicilio del deudor y se sujetará al trámite del 
proceso verbal sumario en única instancia. Al mismo 
proceso podrán acumularse todas las demandas que 
versen sobre el mismo acuerdo. 

Decretada la nulidad, el Juez pondrá en conocimien-
to esa decisión del Centro de Conciliación que hubiere 
conocido del Trámite de Negociación de Deudas con 
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caso de Fracaso de la Negociación. Cuando la causal de 
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nulidad corresponda a cualquiera de las causales pre-
vistas en los numerales 1 a 3, el deudor no podrá solici-
tar ni iniciar nuevos trámites de negociación de deudas 
dentro de los seis (6) años siguientes a la fecha en que 
quede ejecutoriada la sentencia correspondiente.

Artículo 30. El Acuerdo de Pago para la perso-
na natural no comerciante que sea productor agro-
pecuario y/o pesquero estará sujeto a las siguientes 
disposiciones especiales: 

1. Desde la aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, el deudor podrá solicitar la sus-
pensión inmediata del embargo y/o secuestro que pesen 
sobre los bienes o productos inherentes a su actividad 
agropecuaria y/o pesquera, cuando así lo solicite él 
mismo, de manera expresa y fundada en la fórmula de 
arreglo por considerarlo necesario para poder cumplir 
con el acuerdo de pago.

2. En todas las Audiencias de Negociación de Deu-
das, el productor agropecuario y/o pesquero deberá 
estar asistido por un Asesor experto en temas agrope-
cuarios para que asista sus intereses, debiendo suscribir 
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el Ministerio de Agricultura podrá suscribir convenios 
con entidades públicas o privadas que tengan dentro 
de su objeto social fortalecer y/o mejorar la calidad de 
vida de la población rural dedicada a la actividad agro-
pecuaria y/o pesquera.

Parágrafo. Se entiende por productor agropecuario 
y/o pesquero, aquella persona natural que tiene como 
actividad principal la actividad agropecuaria y/o pes-
quera, de la cual deriva su sustento y el de su fami-
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Agricultura.

Artículo 31. Programa de Reactivación Agrope-
cuaria Nacional, PRAN. Los deudores del Programa 
de Reactivación Agropecuaria Nacional, PRAN de que 
trata los Decretos 967 de 2000, 1257 de 2001, 931 de 
2002, 1623 de 2002, 011 de 2004, 2795 de 2004, 3749 
de 2004 y 2841 de 2006 así como de las reestructu-
raciones efectuadas mediante los Decretos 4222 de 
2005, 3363 de 2007 y 4678 de 2007, podrán extinguir 
las obligaciones a su cargo, mediante el pago de con-
tado dentro del año siguiente a la entrada en vigencia 
de esta ley, del valor que resulte mayor entre el treinta 
por ciento (30%) del saldo inicial de la obligación a su 
cargo con los referidos programas, en el momento de 
su compra, y el valor que Finagro pagó al momento de 
adquisición de la respectiva obligación.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos 
deudores que hayan realizado abonos a capital, podrán 
extinguir sus obligaciones cancelando la diferencia en-
tre los abonos previamente efectuados y el valor antes 
indicado.

Parágrafo 2°. Para acogerse a las condiciones es-
tablecidas en la presente ley, los deudores deberán pre-
sentar paz y salvo por concepto de seguro de vida, ho-
norarios, gastos, costas judiciales, estos últimos cuando 
se hubiere iniciado contra ellos el cobro de las obliga-
ciones. 

Parágrafo 3°. Finagro, o el administrador o acree-
dor de todas las obligaciones de los programas PRAN, 
deberán abstenerse de adelantar su cobro judicial por el 
término de un (1) año contado a partir de la vigencia de 
la presente ley, término este dentro del cual se entien-
den también suspendidos los procesos que se hubieren 
iniciado, así como la prescripción de dichas obligacio-
nes, conforme a la Ley Civil. Lo anterior sin perjuicio 
del trámite de los procesos concursales.

Artículo 32. Facultades de los apoderados y repre-
sentantes.

En los casos en que el deudor o el acreedor concurra 
al trámite de negociación de deudas mediante apodera-
do, este deberá ser abogado debidamente acreditado y 
se entenderá facultado para tomar toda clase de deci-
siones que corresponda a su mandante.

Artículo 33. Responsabilidad Penal.
Sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, se-

rán sancionados con prisión de uno (1) a seis (6) años, 
quienes dentro de un procedimiento de insolvencia, a 
sabiendas: 
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o en sus notas, o el estado de inventario o la relación 
de acreedores a sabiendas de que en tales documentos 
no se incluye a todos los acreedores, se excluye alguna 
acreencia cierta o algún activo, o se incluyen acreen-
cias o acreedores inexistentes contrarias a la realidad. 

2. Ordenen, toleren, hagan o encubran falsedades en 
los documentos que entreguen en desarrollo del proce-
dimiento de insolvencia.

3. Soliciten, sin tener derecho a ello, ser tenidos 
como acreedores, o de cualquier modo hagan incurrir 
en error grave al Conciliador o al Juez.

4. Finjan una separación de bienes, una disolución o 
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pasar bienes o insolventarse de algún modo.

Cuando el Conciliador o el Juez detecten cualquiera 
de estas conductas, deberá declarar fracasado el proce-
dimiento de insolvencia y remitir copias de todo lo ac-
tuado a la Fiscalía General de la Nación para que inicie 
la respectiva investigación penal. 

Artículo 34. Control y registro. 
El Ministerio del Interior y Justicia como entidad 

encargada de llevar el control y registro de los centros 
de conciliación, auspiciará y dispondrá la creación de 
una página web en la que todos los centros de conci-
liación registren los trámites de negociación de deudas 
que sean admitidos por el respectivo Centro, informan-
do fecha de inicio, estado del trámite, fecha de celebra-
ción del Acuerdo y un resumen o síntesis del mismo.

Artículo 35. Información crediticia. 
El Conciliador deberá reportar en forma inmediata 

ante las Centrales de Información Financiera, la acep-
tación del trámite de negociación de deudas, así como 
el cumplimiento o no del Acuerdo de Pago pactado en-
tre el deudor y sus acreedores. El manejo de dicha in-
formación se hará de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 1266 de 2008 o Ley de Hábeas Data. 

Artículo 36. Capacitación.
El Gobierno Nacional dispondrá lo necesario para 

garantizar que todos los conciliadores del país reciban 
capacitación permanente sobre el procedimiento de in-
solvencia para persona natural no comerciante.

Artículo 37. Divulgación.
El Gobierno Nacional a través de los programas ins-
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las entidades públicas que lo integran divulgará perma-
nentemente sobre el régimen de insolvencia económica 
para la persona natural no comerciante, la manera de 
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Artículo 38. Remisión normativa.
En caso de duda o vacío normativo se podrá acudir 

a las disposiciones que en materia civil y de procedi-
miento civil se encuentran vigentes. Las normas esta-
blecidas en la presente ley prevalecerán sobre cualquier 
otra norma de carácter ordinario, incluso de carácter 
tributario que le sea contraria. 

Artículo 39. El artículo 67 de la Ley 1116 queda-
rá así:

Artículo 67. Promotores o liquidadores. Al iniciar el 
proceso de insolvencia, el juez del concurso, según sea 
el caso, designará al promotor o liquidador, en calidad 
de auxiliar de la justicia, escogido de la lista elaborada 
para el efecto por la Superintendencia de Sociedades.

En cualquier tiempo, los acreedores que representen 
por lo menos el sesenta por ciento (60%) de las acreen-
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dador designado por el juez, escogiendo el reemplazo 
de la lista citada en el inciso anterior, quien deberá po-
sesionarse ante aquel. Lo anterior aplicará también al 
promotor cuando actúe como representante legal para 
efectos del acuerdo de adjudicación.

Adicionalmente, los promotores y liquidadores po-
drán ser recusados o removidos por el juez del concurso 
por las causales objetivas establecidas por el Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los términos 
de la presente ley, no tendrán derecho sino al pago mí-
nimo que para el efecto determine el Gobierno, tenien-
do en consideración el estado de avance del proceso.

Una misma persona podrá actuar como promotor 
o como liquidador en varios procesos, sin exceder un 
máximo de tres (3) procesos en que pueda actuar en 
forma simultánea.

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquidadores 
de la Superintendencia de Sociedades será abierta y a 
ella ingresarán todas las personas que cumplan con los 
requisitos mínimos de experiencia e idoneidad profe-
sional que para el efecto establezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la 
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pago mínimo, la remuneración de liquidadores no po-
drá exceder del seis por ciento (6%) del valor de los ac-
tivos de la empresa insolvente. Para los promotores el 
valor de los honorarios no podrá exceder del punto dos 
por ciento (0.2%) del valor de los activos de la empresa 
insolvente, por cada mes de negociación.

Artículo 40. Vigencia. 
La presente ley entrará en vigencia a partir de la 

fecha de su publicación en el ������������� y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. Las nor-
mas del régimen establecido en la presente ley prevale-
cerán sobre cualquier otra norma de carácter ordinario, 
incluso de carácter tributario que le sean contrarias. 

Proposición
Con fundamento en las razones expuestas, nos per-

mitimos rendir ponencia positiva y en consecuencia 
solicitarle a la honorable plenaria del Senado dar se-
gundo debate al Proyecto de ley número 055 de 2008 
Cámara, 346 de 2009 Senado, por la cual se establece 
el Régimen de Insolvencia para la Persona Natural No 
Comerciante, de conformidad con el pliego de modi-
��������	 adjunto que forma parte integral de la pre-
sente ponencia.

Atentamente, 
Mario Salomón Náder, Aurelio Iragorri Hormaza, 

Coordinadores Ponentes; Guillermo García, Omar 
Yepes, Yolanda Pinto, Bernabé Celis, Jairo Mantilla, 
Ponentes.
PLIEGO DE MODIFICACIONES PROPUESTAS 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 055 DE 2008 
CAMARA, 346 DE 2009 SENADO PARA SEGUN-
DO DEBATE ANTE LA HONORABLE PLENA-

RIA DEL SENADO DE LA REPUBLICA
>���������� ��������
		�� �� �������� 	�����
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���

efectuada:
Artículo 1°. Finalidad del Régimen de Insolven-

cia Económica para la Persona Natural No Comer-
ciante.

El régimen de insolvencia regulado en la presente 
ley tiene por objeto permitirle al deudor persona natu-
ral no comerciante, acogerse a un procedimiento legal 
que le permita mediante un trámite de negociación de 
deudas en audiencia de conciliación extrajudicial ce-
lebrar un acuerdo de pago con sus acreedores y cum-
plir así con sus obligaciones pecuniarias pendientes 
sin importar su naturaleza, salvo las originadas en 
obligaciones alimentarias, ni los procesos ejecutivos 
correspondientes a las mismas. 

El régimen de insolvencia económica buscará, ade-
más, promover siempre la buena fe en las relaciones 

����
�������������
�	������	����������������	������-
merciante. 

JUSTIFICACION: Se mejora la redacción en 
aras de brindar mayor claridad jurídica. Se elimina 
�
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calidad de comerciante sin involucrar este elemento 
�������������������
�����	����������	���������
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la aplicación de la ley. De la misma manera, con el 
����������
������	��������	�	�������������	�	�����-
vaciones (ver página 9 de la ponencia de segundo 
debate) y el texto del articulado, se reformula la re-
dacción concerniente con el tipo de obligaciones de 
tal manera que no sea enumerativo y limitativo.

Artículo 4º. Supuestos de Insolvencia económica.
&���� 	��� 
���� ���$
����� ��� ����� 	���� ��� ����������

que la persona natural no comerciante podrá acogerse 
al procedimiento de insolvencia contemplado en esta 
ley, cuando como deudor se encuentre en situación de 
cesación de pagos.

El deudor estará en cesación de pagos cuando in-
cumpla el pago de dos o más obligaciones a favor de 
dos o más acreedores por más de noventa (90) días, o 
cursen en su contra una o más demandas de ejecución 
o de jurisdicción coactiva exigiendo el pago de alguna 
de sus obligaciones. 

Parágrafo 1°. En cualquier caso, el valor porcen-
tual de las obligaciones con cesación de pagos o recla-
madas judicial o coactivamente, deberán representar no 
menos del cincuenta por ciento (50%) del pasivo total 
����������	����������	��^��[�����	�����������
����
�����
de la solicitud, de conformidad con lo establecido para 
el efecto en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para todos los efectos de esta ley, se 
excluyen del cómputo del derecho de voto y del por-
centaje para determinar la cesación de pagos, los cré-
ditos a favor del cónyuge o compañero permanente del 
deudor o sus parientes en cuarto grado de consangui-
�
����� ������������
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��������
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$
	�� ��;� �����
también los créditos a favor de sociedades controladas 
por cualquiera de estos.
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JUSTIFICACION: Se hace aconsejable que 
se establezca que las obligaciones vencidas –sean 
para el caso aquellas cuya mora sea superior a los 
90 días– deban superar el 50% del pasivo total del 
deudor. Entre otras cosas, porque de esta manera 
se evitaría que cualquier persona pudiese acceder 
al trámite ya que el porcentaje contemplado en el 
proyecto parece ser muy bajo para este tipo de des-
tinatarios y, que este procedimiento se convierta en 
un mecanismo que estimule la cultura del no pago.

Artículo 5°. Competencia de los Conciliadores. 
Tratándose de deudores personas naturales no co-

merciantes, la solicitud para dar inicio al procedimien-
to de insolvencia podrá ser presentada ante cualquiera 
de los Centros de Conciliación del lugar del domicilio 
del deudor, que se encuentren debidamente autorizados 
por el Ministerio del Interior y de Justicia, incluidas las 
}����;�����������������������	�������
����
#���������	��
~����k+����Q++���������������������	�����

�������
adicionen.

Los Conciliadores en uso de las facultades conferi-
das por el inciso 3° del artículo 116 de la Constitución 
Política, conocerán de los procedimientos de insolven-
cia. No obstante cuando en el desarrollo del procedi-
miento de insolvencia se presenten situaciones que 
superen las atribuciones o la competencia conferida 
legalmente al Conciliador, dicha situación será resuelta 
mediante el trámite de proceso verbal sumario de única 
instancia ante el Juez Civil Municipal del domicilio 
del deudor.

JUSTIFICACION: Se hace alusión al Juez Civil 
Municipal para mayor claridad. 

Artículo 6º. Competencia de la Jurisdicción 
Civil.

Conocerá, en única instancia de las controversias 
contenciosas previstas en esta ley, el Juez Civil Mu-
nicipal del domicilio del deudor, a través del proceso 
verbal sumario en los siguientes casos: 

a) Cuando así lo disponga la presente ley por pre-
sentarse situaciones en desarrollo del procedimiento de 
insolvencia que superen las atribuciones o la compe-
tencia conferida legalmente al Conciliador.

b) Cuando el acuerdo de pagos que resulte del pro-
cedimiento de insolvencia sea impugnado. Los jueces 
civiles deberán dar prelación a los procedimientos de 
insolvencia que les sean dados a conocer, sobre los de-
más procesos que en materia civil les competen. 

Parágrafo 1°. El Juez Civil Municipal que conozca 
la primera de las controversias que se susciten en el 
trámite previsto en esta ley, conocerá de manera priva-
tiva de todas las demás controversias que se presenten 
durante el trámite o ejecución del acuerdo. En estos 
eventos no habrá lugar a reparto.

Parágrafo 2°. El Ministerio Público podrá hacerse 
presente a lo largo de todo el procedimiento de insol-
vencia, debiendo hacerlo en los casos en que se discu-
tan obligaciones de jurisdicción coactiva o reclamación 
de alimentos.

JUSTIFICACION: Se elimina la expresión a pre-
vención, y del circuito, en la medida que el juez que 
conozca en primera instancia la primera controver-
sia será el Juez Municipal Civil de conocimiento de 
todo el proceso. 

Artículo 13. Incidente de Revisión. 
Cuando el Conciliador o cualquiera de los acree-

dores advierta que el deudor omitió relacionar obliga-
�
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Municipal de conocimiento de conformidad con el 
artículo 6° de la presente ley para que dentro del trá-
mite del proceso verbal sumario revise el expediente y, 
si es del caso, resuelva declarar fracasado el trámite de 
negociación de deudas o declare incumplido el acuer-
do, caso en el cual procederá a actuar de conformidad 
con lo establecido en la presente ley. En este caso, los 
procesos ejecutivos que cursen contra el deudor, conti-
nuarán inmediatamente su trámite.

JUSTIFICACION: Se cambia el título del artí-
culo y se mejora la redacción para la remisión a la 
competencia del juez civil municipal de conocimien-
to de las controversias del proceso. 

Artículo 23. Decisión sobre objeciones.
Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

fecha de suspensión de la Audiencia por la existencia 
de objeciones no conciliadas, el deudor o el acreedor 
objetantes podrán demandar, ante el Juez Civil Muni-
cipal de conocimiento, la resolución de la correspon-
diente objeción. Dicha demanda se adelantará a través 
del trámite del proceso verbal sumario, de única instan-
cia, en el cual será procedente la acumulación de otra 
u otras objeciones que se hubieren presentado con oca-
sión del Trámite de Negociación de Deudas del mismo 
deudor, correspondiéndole al Juez Civil Municipal que 
haya conocido de la primera objeción presentada, co-
nocer de las restantes. 

Contra la sentencia de objeciones no procederá re-
�������	���������
����	�����
�
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reanudará la Audiencia de que trata el artículo anterior 
con la realización de los ajustes a que haya lugar a la 
Relación de Acreencias actualizada presentada por el 
�������������������������������������
�
�
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JUSTIFICACION: Se elimina la expresión a 
prevención y se ajusta la redacción para otorgar 
mayor claridad al trámite de las objeciones.

Artículo 24. Acuerdo de Pago.
El Acuerdo de Pago estará sujeto a las siguientes 

reglas:
1. Deberá celebrarse dentro de los sesenta (60) 

días hábiles siguientes a la fecha en que se aceptó la 
solicitud de trámite de negociación de deudas o dentro 
del término de prórroga que contempla la presente ley. 

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedo-
res que representen más del cincuenta por ciento (50%) 
del monto total del capital de la deuda y deberá contar 
con la aceptación expresa del deudor. Para efectos de 
la mayoría decisoria se tomarán en cuenta únicamente 
los valores por capital, sin contemplar intereses, mul-
tas o sanciones de orden legal o convencional. En el 
caso de deudas contraídas en UVR, moneda extranjera 
o cualquier otra unidad de cuenta, se liquidarán en su 
equivalencia en pesos con corte al último día calenda-
rio del mes inmediatamente anterior a aquel en que se 
presente la solicitud. 

3. Debe comprender y obligar a la totalidad de 
acreedores anteriores a la fecha de aceptación de la so-
licitud respecto de sus obligaciones que no hayan sido 
comprendidas en desistimientos conforme lo estableci-
do por el inciso 7º del artículo 11 de la presente ley, aun 
cuando no hayan concurrido a la Audiencia o cuando 
habiéndolo hecho no hayan consentido el Acuerdo. 
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4. Respetará la prelación y privilegios señalados 
en la ley civil y dispondrá un mismo trato para todos 
los acreedores de una misma clase o grado. 

5. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas y hasta la celebración del acuerdo de 
pago o el transcurso del término previsto en el artículo 
15 de la presente ley para llevar a cabo la negociación, 
se interrumpe el término de prescripción y no operará 
la caducidad de las acciones respecto de los créditos 
que contra el deudor se hubieren hecho exigibles antes 
de la iniciación de dicho trámite. 

6. A partir de la aceptación del trámite de nego-
ciación de deudas se suspende el cobro de intereses, 
cuotas de administración de manejo o demás pagos exi-
gidos inherentes a las obligaciones objeto del procedi-
miento de insolvencia. 

Los intereses de plazo o de mora que se causen se-
rán objeto de negociación por parte de los acreedores 
y el deudor, y se pagarán por este según se pacte en el 
acuerdo. Sin embargo, cuando el acuerdo de pagos sea 
suscrito dentro de los 60 días siguientes a la aceptación 
de la solicitud al trámite de negociación de deudas, no 
se cobrarán los intereses de mora causados durante este 
periodo

En el evento que se declare el fracaso del trámite 
o del incumplimiento de las obligaciones pactadas en 
el acuerdo, el deudor deberá pagar los intereses que se 
hayan causado desde el inicio del trámite hasta cuan-
do se efectúe el pago. Igualmente, las quitas y demás 
concesiones otorgadas por los acreedores al deudor 
quedarán sin efecto.

7. En ningún caso el Acuerdo de Pagos implicará 
novación de las obligaciones, salvo pacto en contrario 
aceptado de manera expresa por el deudor y por cada 
acreedor de manera individual o por la totalidad de 
acreedores. 

8. En caso de dación en pago, intercambio de 
activos, sustitución o disminución de garantías se re-
querirá el consentimiento expreso del deudor y del res-
pectivo acreedor, al igual que aquellos casos en que se 
rebaje el capital de la obligación. 

9. De la audiencia se levantará un acta la cual 
será suscrita por el Conciliador y el deudor. Las par-
tes podrán solicitar y obtener del respectivo Centro de 
Conciliación copia del acta contentiva del acuerdo en 
cualquier momento.

 Parágrafo. El Acuerdo celebrado podrá ser obje-
to de reformas posteriores a solicitud del deudor y de 
los acreedores que representen no menos de una cuarta 
parte de los créditos insolutos, solicitud que deberá for-
mularse ante el Centro de Conciliación que conoció del 
Trámite inicial, acompañada de la actualización de la 
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ción relativa a las fechas y condiciones en que se hubie-
ren realizado pagos a los créditos que fueron materia 
del Acuerdo de pago. Aceptada dicha solicitud se pro-
cederá por parte del Conciliador que designe el Centro 
�����$�������W��
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diez (10) días hábiles siguientes y en ella se indagará en 
primer término a los acreedores sobre la conformidad 
en torno a la indicada actualización presentada y poste-
riormente se someterá a consideración la propuesta de 
���
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���
y características se sujetará a las reglas previstas en el 
presente artículo. Si no se logra dicha aprobación, con-
tinuará vigente el Acuerdo anterior. 

JUSTIFICACION: Se precisa la redacción del 
�
����� ����	�� ��
� ������
� �� ���� �
� ��� ��� ��������
mayor claridad a esta situación. 

Proposición
Artículo 25. Efectos de la celebración del Acuer-

do de Pago.
El Acuerdo de Pago podrá versar sobre cualquier 

tipo de obligación pecuniaria contraída por la persona 
natural no comerciante, incluidas aquellas en las que el 
Estado sea acreedor.

Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afecten 
bienes sujetos a registro, se inscribirá copia del acta 
contentiva del Acuerdo, sin que sea necesario el otor-
gamiento de escritura pública. Las obligaciones deri-
vadas del Acuerdo que deban instrumentarse en títulos 
valores estarán exentas del impuesto de timbre.

Cuando en ejecución del Acuerdo se deba realizar la 
transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos 
a registro, bastará la inscripción de la providencia de 
adjudicación en el correspondiente registro, sin nece-
sidad de otorgar ningún otro documento o paz y salvo. 

El Acuerdo de Pago será considerado un acto sin 
cuantía para efectos de timbre, derechos notariales y, 
en general todos los impuestos y derechos que se pu-
dieran originar con ocasión del registro para el caso de 
transferencia de bienes, sin que al nuevo adquirente se 
le puedan hacer exigibles las obligaciones que pesen 
sobre los bienes adjudicados o adquiridos.

Una vez celebrado el Acuerdo de Pago, los procesos 
de ejecución y de restitución continuarán suspendidos, 
[��������������$��
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por el contrario, el desconocimiento del mismo. 

El Acuerdo de Pago presta mérito ejecutivo, sin em-
bargo las obligaciones contenidas en él no podrán de-
mandarse a través de procesos civiles ejecutivos hasta 
tanto se declare de manera expresa el incumplimiento 
de lo acordado por parte del Conciliador designado por 
el Centro de Conciliación en el que se celebró el Acuer-
do de Pago. Lo anterior sin perjuicio de los títulos valo-
res originarios de las obligaciones objeto del acuerdo, 
caso en el cual los mismos podrán continuar su trámite 
directamente a instancias judiciales. 

El Acuerdo de pago podrá disponer la obligación 
para los acreedores de solicitar al Juez, dentro de los 
�
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miento de las medidas cautelares practicadas dentro de 
los procesos ejecutivos en contra del deudor.

Las obligaciones contraídas por el deudor desde la 
fecha de aceptación de la solicitud del trámite de nego-
ciación de deudas, no harán parte del Acuerdo y debe-
rán ser pagadas preferentemente y en las condiciones 
pactadas. Sin embargo, el deudor no podrá otorgar 
garantías de cualquier naturaleza a favor de ter-
ceros, sin el consentimiento de los acreedores que 
representen la mitad más uno del valor de los pasi-
vos. Igual regla aplicará a la adquisición de nuevos 
créditos de conformidad con la reglamentación que 
emita el Gobierno Nacional. El incumplimiento de lo 
previsto en este inciso es causal de terminación del trá-
mite de negociación de deudas y como consecuencia 
de ello, el acreedor podrá utilizar todos los mecanismos 
legales que tenga a su alcance para proteger su crédito.

El deudor podrá solicitar el inicio de un nuevo trá-
mite de negociación de deudas, únicamente después de 
transcurridos seis (6) años desde la fecha de cumpli-
miento total del acuerdo anterior, situación debidamen-
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trales de Información Financiera. Si el deudor no hu-
biere cumplido en su integridad el acuerdo celebrado, 
no podrá acogerse nuevamente a este procedimiento.

JUSTIFICACION: Se elimina el inciso en cuan-
to el incumplimiento de lo acordado debe generar 
la terminación del acuerdo y no la extinción de la 
obligación. No parece lógico que la situación del 
incumplimiento del acuerdo por parte del deudor 
le genere consecuencias favorables. Igualmente, se 
�������� 
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tías y adquisición de nuevos créditos, sin la autori-
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el Gobierno Nacional, para el último de los eventos. 
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a qué clase de créditos se va a limitar el acceso en 
virtud del proceso. 
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tradas por la DIAN. Cuando un deudor persona natu-
ral no comerciante sea aceptado al trámite de negocia-
ción de deudas previsto en esta ley, deberá liquidar y 
pagar intereses de mora, por las obligaciones objeto del 
acuerdo de pago, desde la fecha de exigibilidad de la 
obligación y hasta la fecha de presentación de la solici-
tud del trámite de negociación de deudas, observando 
las siguientes reglas:

a) En ningún caso la tasa de interés efectiva de las 
��	
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terés efectiva más alta pactada a favor de cualquiera de 
los otros acreedores, ni inferior al IPC correspondiente 
a los doce (12) meses inmediatamente anteriores a la 
fecha en la cual se realicen los respectivos pagos. 
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la que se pacte en el acuerdo de pago atendiendo a las 
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existir el soporte idóneo que respalde la negociación 
de la tasa. 

2. Intereses en caso de incumplimiento. Cuando el 
acuerdo de pago termine por incumplimiento por parte 
��	����������	����������
���	���������[����������	�-
do, respecto de la totalidad de los saldos adeudados de 
dichas obligaciones se aplicará la tasa de interés legal 
prevista en el Estatuto Tributario, en las condiciones 
establecidas por la DIAN.
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acuerdos de reestructuración. 

Los plazos que se estipulen en el Acuerdo de Pago 
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���
�����
���	�������[��������-
te del mismo, podrán ser superiores a los plazos máxi-
mos previstos en el artículo 814 del Estatuto Tributario 
y estarán sujetos a las resultas del acuerdo, para lo cual 
deberá existir el soporte idóneo que respalde la nego-
ciación de la tasa.

Parágrafo. Sin perjuicio de la causación de intere-
ses y de la actualización de que trata el artículo 867-1 
del Estatuto Tributario, para la realización de pagos de 
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gracia hasta por un plazo máximo de dos (2) años, que 
se graduará en atención al monto de la deuda, de la 
�
����
���
����
������	�������������	��$
��
	
�������	��
misma, siempre que los demás acreedores acuerden un 
periodo de gracia igual o superior al de las obligacio-
����
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�
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créditos.

JUSTIFICACION: Se elimina la referencia del 
respecto del respaldo del conciliador para la nego-
�������� ��� 
�� ��	�� ��� ��
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este no tendría competencia para ello. 

Artículo 27. Fracaso de la Negociación.
Si transcurrido el término previsto en el numeral 10 

del artículo 22 no se celebra el Acuerdo de Pago, el 
Conciliador deberá informar de tal circunstancia, den-
tro de los tres (3) días hábiles siguientes a aquel en que 
se declare el fracaso del Acuerdo, a los jueces de cono-
cimiento de los procesos judiciales indicados en la so-
licitud, así como a cualquier otro que indique el deudor 
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ejecutivas, de restitución y de jurisdicción coactiva que 
cursen en contra del deudor. 

Los acreedores que al momento de la iniciación de 
la negociación no adelantaban procesos ejecutivos o de 
restitución en contra del deudor, quedan facultados para 
iniciar dichos procesos, o para vincular al deudor cuando 
estos se hayan iniciado en contra de sus codeudores o 
garantes de la forma establecida en la presente ley. 

JUSTIFICACION: Se elimina el último inciso 
del artículo por cuanto su redacción podría dar lu-
gar a equívocos en el sentido en que podría premiar 
al deudor que por su culpa fracase la negociación.

Artículo 28. Incumplimiento del Acuerdo de 
Pago por parte del Deudor. 

Si el deudor no cumple las obligaciones contraídas 
en el Acuerdo de Pago, a solicitud de cualquiera de los 
acreedores o a solicitud del mismo deudor, el Conci-
liador citará a nueva Audiencia dentro de los diez (10) 
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Acuerdo original.
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rales de la celebración del Acuerdo de Pago dispuestos 
en el artículo 22 de la presente ley y el quórum se es-
tablecerá con base en los saldos insolutos de las obli-
gaciones. 
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Conciliador declarará incumplido dicho acuerdo. En 
este caso, y según lo previsto en el artículo anterior, el 
Conciliador informará al siguiente día hábil a los Jue-
ces ante quienes cursen procesos en contra del deudor, 
caso en el cual continuarán de manera inmediata los 
procesos ejecutivos y de restitución que cursen en con-
tra de este. 

En caso de que existieren diferencias en torno a la 
ocurrencia de eventos de incumplimiento del Acuerdo, 
el acreedor que alegue el incumplimiento podrá deman-
dar dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la 
celebración de la respectiva audiencia, la declaratoria 
de incumplimiento por parte del Juez Civil correspon-
diente al domicilio del deudor. Dicha demanda se ade-
lantará a través del trámite del proceso verbal sumario, 
en el cual procederá la acumulación de otras deman-
das de incumplimiento que se presenten en relación 
con el mismo acuerdo. A la demanda correspondien-
te se acompañará una copia del acta correspondiente 
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así como una copia del acta que contenga el Acuerdo. 
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de Conocimiento, sólo procederá el recurso de apela-
ción. Declarado el incumplimiento, el Juez comunicará 
dicha decisión al Centro de Conciliación en el que se 
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adelantó el Trámite de Negociación, a efectos de que 
se proceda en los términos indicados en el artículo 27 
de esta ley. 
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esto puede generar confusión sobre el juez que deba 
conocer por los factores de competencia estableci-
dos en la ley.

Artículo 29. Impugnación del Acuerdo de Pago. 
Dentro de los dos (2) meses siguientes a la celebración 
del Acuerdo, cualquier acreedor anterior a la iniciación 
del trámite de negociación de deudas podrá impugnar 
el Acuerdo de Pago, a efectos de que se declare su nuli-
dad, la cual procederá cuando se determine cualquiera 
de las siguientes causales:

1. Cuando en la información presentada por el 
deudor al solicitar el trámite de negociación de deudas, 
no se hubiere relacionado o incluido activos suyos u 
obligaciones a su cargo, o se hubiere suministrado erró-
neamente las direcciones o sitios de ubicación de uno o 
más acreedores que hubieren impedido que el respecti-
vo acreedor fuera informado de la iniciación del trámi-
te de negociación de deudas. En el evento de omisión 
de obligaciones o de suministro de información errónea 
sobre dirección o sitio de ubicación, el término de im-
pugnación por parte del respectivo acreedor, será de un 
(1) año a partir de la celebración del acuerdo de pago. 

2. Cuando en la mencionada información hubiere 
incluido deudas que no fueren ciertas o se hubiere des-
conocido lo previsto en el artículo 4º de la presente ley. 

3. Cuando dentro del año anterior a la aceptación 
del Trámite de Negociación de Deudas y antes de la 
celebración del Acuerdo, el deudor hubiere transferido 
o gravado bienes suyos que representen más del diez 
por ciento 10% del total de sus activos, a juicio de un 
perito avaluador en detrimento de la prenda general de 
los acreedores. 

4. Cuando el Acuerdo no incluya a todos los 
acreedores anteriores a la iniciación del Trámite de Ne-
gociación, no respete los privilegios y preferencias de 
ley o cuando contenga estipulaciones que impliquen un 
trato desigual a acreedores de la misma clase, sin acep-
tación expresa del acreedor o acreedores afectados.

Del proceso de impugnación del acuerdo conocerá, 
a prevención, el Juez Civil de conocimiento, corres-
pondiente al domicilio del deudor y se sujetará al trá-
mite del proceso verbal sumario en única instancia. Al 
mismo proceso podrán acumularse todas las demandas 
que versen sobre el mismo acuerdo. 

Decretada la nulidad, el Juez pondrá en conocimien-
to esa decisión del Centro de Conciliación que hubiere 
conocido del Trámite de Negociación de Deudas con 
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caso de Fracaso de la Negociación. Cuando la causal de 
nulidad corresponda a cualquiera de las causales pre-
vistas en los numerales 1 a 3, el deudor no podrá solici-
tar ni iniciar nuevos trámites de negociación de deudas 
dentro de los seis (6) años siguientes a la fecha en que 
quede ejecutoriada la sentencia correspondiente.
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clusivamente los jueces civiles del circuito quienes 
conozcan de este trámite lo cual conlleva a desco-
nocer las reglas sobre competencia que establece la 
ley procesal.

Artículo 30. El Acuerdo de Pago para la persona 
natural no comerciante que sea productor agrope-
cuario y/o pesquero estará sujeto a las siguientes 
disposiciones especiales:

1. Desde la aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, el deudor podrá solicitar la sus-
pensión inmediata del embargo y/o secuestro que pesen 
sobre los bienes o productos inherentes a su actividad 
agropecuaria y/o pesquera, cuando así lo solicite él 
mismo, de manera expresa y fundada en la fórmula de 
arreglo por considerarlo necesario para poder cumplir 
con el acuerdo de pago.

2. Solamente en caso que los bienes del deudor 
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herentes a la actividad propia del productor agro-
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pago de las obligaciones, estos podrán ser entrega-
dos a título de dación en pago.

3. En todas las Audiencias de Negociación de Deu-
das, el productor agropecuario y/o pesquero deberá 
estar asistido por un Asesor experto en temas agrope-
cuarios para que asista sus intereses, debiendo suscribir 
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el Ministerio de Agricultura podrá suscribir convenios 
con entidades públicas o privadas que tengan dentro 
de su objeto social fortalecer y/o mejorar la calidad de 
vida de la población rural dedicada a la actividad agro-
pecuaria y/o pesquera.

Parágrafo. Se entiende por productor agropecuario 
y/o pesquero, aquella persona natural que tiene como 
actividad principal la actividad agropecuaria y/o pes-
quera, de la cual deriva su sustento y el de su fami-
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Agricultura.

JUSTIFICACION: Se incluye nuevamente el 
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que dicha regulación puede resultar lesiva para los 
acreedores y para el mismo deudor, pues no resulta 
conveniente que un proceso concursal de carácter 
universal permita tal exclusión, lo cual atenta con-
tra lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 3º del 
proyecto (Principio de Universalidad). No obstante, 
se plantea como solución alternativa que solamente 
los bienes objeto de la actividad productiva agrope-
cuaria y/o pesquera del deudor sean los últimos a 
los cuales se acuda para la satisfacción de las obli-
gaciones.

Mario Salomón Náder, Aurelio Iragorri Hormaza, 
Coordinadores Ponentes; Guillermo García, Omar 
Yepes, Yolanda Pinto, Bernabé Celis, Jairo Mantilla, 
Ponentes.

Bogotá, D. C., 15 de diciembre de 2009.
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ciones para segundo debate del Proyecto de ley número 
346 de 2009 Senado, 055 de 2008 Cámara, por la cual 
se establece el Régimen de Insolvencia para la Perso-
na Natural No Comerciante.

El Secretario General,
Rafael Oyola Ordosgoitia.

Autorizo la publicación de la siguiente ponencia y 
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de cincuenta y uno (51) folios.

El Secretario General,
Rafael Oyola Ordosgoitia.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN LA CO-
MISION TERCERA DEL SENADO EN SESION 
DEL DIA 18 DE NOVIEMBRE DE 2009 AL PRO-
YECTO DE LEY NUMERO 346 DE 2009 SENA-

DO, 055 DE 2008 CAMARA
por la cual se establece el Régimen de Insolvencia 

para la Persona Natural No Comerciante.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Finalidad del Régimen de Insolvencia 

Económica para la Persona Natural No Comerciante. 
El régimen de insolvencia regulado en la presente 

ley tiene por objeto permitirle al deudor que es perso-
na natural no comerciante ni directa, ni indirectamen-
te, acogerse a un procedimiento legal que le permita 
mediante un trámite de negociación de deudas en au-
diencia de conciliación extrajudicial celebrar un acuer-
do de pago con sus acreedores y cumplir así con sus 
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el comercio y demás personas naturales. 

El régimen de insolvencia económica buscará, ade-
más, promover siempre la buena fe en las relaciones 
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merciante. 

Artículo 2°. Ambito de Aplicación.
Estarán sometidas al régimen de insolvencia con-

templado en la presente ley las personas naturales no 
comerciantes que tengan su domicilio en el país.

Artículo 3°. Principios del Régimen de Insolven-
cia para las Personas Naturales No Comerciantes.

El régimen de insolvencia está orientado por los si-
guientes principios: 

1. Universalidad: La totalidad de los bienes del deu-
dor quedarán vinculados al procedimiento de insolven-
cia, a partir de su iniciación. 

2. Colectividad: La totalidad de los acreedores del 
deudor en crisis deben concurrir al proceso concursal.

3. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los 
acreedores que concurran al procedimiento de insol-
vencia, sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre 
prelación legal de créditos. 
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tanto del deudor como de sus acreedores. 

5. Celeridad: Brevedad en los términos previstos 
dentro del procedimiento de insolvencia. 

6. Transparencia: El deudor deberá proporcionar 
la información solicitada por el conciliador o el Juez 
según sea el caso, de manera oportuna, transparente y 
comparable, permitiendo el acceso a ella en cualquier 
oportunidad del procedimiento. Por su parte, el acree-
dor deberá suministrar al procedimiento de insolvencia 
la totalidad de la información relacionada con el crédi-
to, sus intereses y sus garantías.

7.  Buena fe: Las actuaciones en el curso del pro-
cedimiento de insolvencia deberán estar investidas de 
la buena fe tanto del deudor como de los acreedores y 
demás sujetos intervinientes quienes deberán propiciar 
la negociación no litigiosa, pública e informada en re-
lación con las deudas y bienes del deudor.

8. Publicidad: Divulgación oportuna del inicio del 
procedimiento de insolvencia así como del resultado 

del trámite de negociación de deudas y del correspon-
diente acuerdo de pagos o de su fracaso, según sea el 
caso, para información del público interesado.

9. Equilibrio: Se protegerán los derechos del deudor 
y del acreedor para que puedan acceder en igualdad de 
condiciones al procedimiento de insolvencia.

10. Simplicidad: El procedimiento deberá ser sim-
ple y fácil, ajeno a la litigiosidad, claro, preciso y breve 
en etapas y en trámites.

11. Prevalencia de los derechos fundamentales: Du-
rante el curso del procedimiento de insolvencia preva-
lecerán los derechos constitucionales fundamentales y 
el derecho sustancial sobre el procesal.

Artículo 4º. Supuestos de Insolvencia económica.
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que la persona natural no comerciante podrá acogerse 
al procedimiento de insolvencia contemplado en esta 
ley, cuando como deudor se encuentre en situación de 
cesación de pagos. 

El deudor estará en cesación de pagos cuando in-
cumpla el pago de dos o más obligaciones a favor de 
dos o más acreedores por más de sesenta (60) días, o 
cursen en su contra dos o más demandas de ejecución 
o de jurisdicción coactiva exigiendo el pago de alguna 
de sus obligaciones.

Parágrafo 1°. En cualquier caso, el valor porcen-
tual de las obligaciones con cesación de pagos, o recla-
madas judicial o coactivamente, deberán representar no 
menos del cincuenta (50%) por ciento del pasivo total 
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de la solicitud, de conformidad con lo establecido para 
el efecto en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para todos los efectos de esta ley, se 
excluyen del porcentaje para determinar la cesación de 
pagos y del cómputo del derecho de voto para aprobar 
el acuerdo de pagos, los créditos a favor del cónyuge o 
compañero permanente del deudor o sus parientes en 
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primero civil, así como también los créditos a favor de 
sociedades controladas por cualquiera de estos. 

Artículo 5°. Competencia de los Conciliadores.
Tratándose de deudores personas naturales no co-

merciantes, la solicitud para dar inicio al procedimien-
to de insolvencia podrá ser presentada ante cualquiera 
de los Centros de Conciliación del lugar del domicilio 
del deudor, que se encuentren debidamente autorizados 
por el Ministerio del Interior y de Justicia, incluidas las 
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adicionen.

Los Conciliadores en uso de las facultades conferi-
das por el inciso 3° del artículo 116 de la Constitución 
Política, conocerán de los procedimientos de insolven-
cia. No obstante cuando en el desarrollo del procedi-
miento de insolvencia se presenten situaciones que 
superen las atribuciones o la competencia conferida 
legalmente al Conciliador, dicha situación será resuelta 
mediante el trámite de proceso verbal sumario, en úni-
ca instancia, ante el juez civil del domicilio del deudor.

Artículo 6º. Competencia de la Jurisdicción Civil.
Conocerá, a prevención, en única instancia de las 

controversias contenciosas previstas en esta ley, el Juez 
Civil Municipal o del Circuito del domicilio del deu-
dor, a través del proceso verbal sumario en los siguien-
tes casos: 
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a) Cuando así lo disponga la presente ley por pre-
sentarse situaciones en desarrollo del procedimiento de 
insolvencia que superen las atribuciones o la compe-
tencia conferida legalmente al Conciliador.

b) Cuando el acuerdo de pagos que resulte del pro-
cedimiento de insolvencia sea impugnado. Los jueces 
civiles deberán dar prelación a los procedimientos de 
insolvencia que les sean dados ha conocer, sobre los 
demás procesos que en materia civil les competen.

Parágrafo 1°. El juez que conozca la primera de las 
controversias que se susciten en el trámite previsto en 
esta ley, conocerá de manera privativa de todas las de-
más controversias que se presenten durante el trámite o 
ejecución del acuerdo. En estos eventos no habrá lugar 
a reparto.

Parágrafo 2°. El Ministerio Público podrá hacerse 
presente a lo largo de todo el procedimiento de insol-
vencia, debiendo hacerlo en los casos en que se discu-
tan obligaciones de jurisdicción coactiva o reclamación 
de alimentos.

Artículo 7º. Gratuidad.
Los trámites inherentes a los procedimientos de in-

solvencia que se celebren ante funcionarios públicos 
facultados para conciliar, ante centros de conciliación 
de consultorios jurídicos de facultades de derecho y de 
las entidades públicas serán gratuitos. Los Notarios y 
los Centros de Conciliación privados podrán cobrar por 
sus servicios de conformidad con el marco tarifario que 
establezca el Gobierno Nacional. 

Artículo 8º. Tarifa para Centros de Conciliación 
remunerados.

El Gobierno Nacional reglamentará el marco dentro 
del cual los centros de conciliación remunerados, los 
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tarifas para la prestación del servicio de conciliación. 
En todo caso, para el cálculo de costos se tendrá en 
cuenta el monto total de las obligaciones por concepto 
de capital así como los ingresos del deudor.

Artículo 9º. Facultades y Atribuciones del Conci-
liador. 

Para los efectos de la presente ley, el Conciliador, 
tendrá las siguientes facultades y atribuciones, sin per-
juicio de lo establecido en otras disposiciones:

1. Citar al deudor y a sus acreedores de conformi-
dad con lo dispuesto en esta ley. 

2. Citar por escrito a quienes, en su criterio, deban 
asistir a la audiencia. 

3. Ilustrar a los comparecientes sobre el objeto, al-
cance y límites del procedimiento de insolvencia, del 
trámite de negociación de deudas y del acuerdo de pa-
gos. 
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en esta ley y el suministro de toda la información que 
de acuerdo con la misma deba aportar el deudor.

5. Solicitar la información que considere necesaria 
para la adecuada orientación del trámite de negociación 
de deudas.

6. Actuar como Conciliador en el curso del procedi-
miento de insolvencia.

7. Motivar a las partes para que presenten fórmulas 
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deudor y la propuesta de negociación presentada por el 
mismo en la audiencia. 

8. Velar porque el acuerdo de pagos al que lleguen 
el deudor y sus acreedores, cumpla con los requisitos 
de celebración y contenido exigidos en la presente ley 
y formular las propuestas de arreglo que en ese senti-
do, estime necesarias, dejando constancia de ello, en el 
acta respectiva. 

9. Levantar las actas de las audiencias que se ce-
lebren en desarrollo de este procedimiento y llevar el 
registro de las mismas.

10. Registrar el acta de la audiencia de conciliación 
de conformidad con lo previsto en esta ley.
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bración del acuerdo y la declaratoria del cumplimiento 
o incumplimiento del mismo.

12. Con base en la información presentada por el 
deudor en la solicitud y demás elementos aportados 
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y graduación de acreencias de conformidad con lo es-
tablecido sobre la prelación de créditos en el Título XL 
del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas le-
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Parágrafo. Es deber del Conciliador velar porque 
no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, 
así como los derechos mínimos e intransigibles prote-
gidos constitucionalmente. 

T I T U L O   II
PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA

CAPITULO II
Trámite de negociación de deudas

Artículo 10. Requisitos de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.

La solicitud de trámite de negociación de deudas 
podrá ser presentada directamente por el deudor o a 
través de apoderado, la cual se entiende hecha bajo la 
gravedad del juramento y a ella se deberá anexar los 
siguientes documentos: 

1. Un informe que indique de manera precisa las 
causas que lo llevaron a la situación de insolvencia.

2. La propuesta para la negociación de deudas que 
debe ser clara, expresa, objetiva, fundada acorde con 
su estado patrimonial y con su pasado patrimonial y 
crediticio. 

3. Una relación completa y actualizada de todos los 
acreedores, en el orden de prelación de créditos que se-
ñala el Título XL en los artículos 2488 y siguientes del 
Código Civil, indicando nombre, domicilio y dirección 
de cada uno de ellos, dirección de correo electrónico, 
cuantía y naturaleza de los créditos, tasas de interés, 
documentos en que consten, fecha de otorgamiento del 
crédito y vencimiento; nombre y domicilio y dirección 
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formación, el deudor deberá expresarlo. 

4. Una relación completa y detallada de sus activos: 
incluidos los que posea en el exterior, indicando valores 
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información detallada de los gravámenes, afectaciones 
y medidas cautelares que pesen sobre ellos y una rela-
ción de los activos que haya enajenado o transferido a 
cualquier título dentro de los seis (6) meses anteriores 
a la solicitud del trámite de insolvencia. 

5. Una relación de los procesos judiciales y de cual-
quier procedimiento o actuación administrativa de ca-
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rácter patrimonial que adelante el deudor o que curse 
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radicados y su estado actual. 
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Independiente, en la cual además de dejar constancia 
del cumplimiento de los requisitos previstos en esta ley 
en cuanto a vencimiento de las obligaciones, monto, re-
lación de las obligaciones vencidas con el total del pa-
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que está libre de impedimentos frente al deudor.

���=���

���
������	���
����������	���������@���
���
por el empleador del solicitante cuando exista un con-
trato laboral vigente o por un contador público en caso 
de que sea trabajador independiente.

8. Relación debidamente sustentada respecto del 
monto al que ascienden los gastos necesarios para la 
subsistencia del deudor y de las personas a su cargo, si 
las hubiesen.

9. Monto de las obligaciones que el deudor debe 
continuar sufragando durante el proceso de negocia-
ción, para la adecuada conservación de sus bienes y la 
debida atención de los gastos del proceso. 

10. Información relativa a si tiene o no sociedad 
conyugal vigente. En el evento en que haya existido 
sociedad conyugal, deberá informar cuándo inició y 
cuándo terminó y si ocurrió dentro de los dos (2) años 
anteriores a la solicitud de insolvencia deberá adjuntar 
copia de la escritura pública de la liquidación sociedad 
conyugal o en su defecto copia de la sentencia judicial 
proferida en el proceso de liquidación de la sociedad 
conyugal adelantada ante autoridad judicial. En caso 
que se haya dado separación de bienes sin liquidación 
de la sociedad conyugal, igualmente dentro de los dos 
(2) años anteriores a la solicitud de insolvencia, deberá 
informar la fecha en que se dio y adjuntar la relación 
de bienes con el valor comercial estimado que fueron 
objeto de entrega.

Parágrafo 1º. Los formatos necesarios para dili-
genciar la información correspondiente a los anteriores 
literales podrán ser descargados por vía electrónica de 
manera gratuita en la página web del Ministerio del In-
terior y de Justicia y de los Centros de Conciliación de 
todo el país. 

Parágrafo 2º. La relación de acreedores y de acti-
vos deberá hacerse con corte al último día calendario 
del mes inmediatamente anterior a aquel en que se pre-
sente la solicitud.

Parágrafo 3º. Las declaraciones hechas por el deu-
dor en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, se 
entenderán rendidas bajo la gravedad del juramento y 
en la solicitud deberá incluirse expresamente la mani-
festación de que no se ha incurrido en omisiones, im-
precisiones o errores que impidan conocer su verdadera 
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Artículo 11. Intercambio de activos. 
El deudor podrá incluir dentro de su propuesta de 

negociación de deudas el intercambio de activos pro-
pios como fórmula de pago parcial o total de una o 
varias de sus obligaciones. En tal caso el Conciliador 
designará un perito idóneo para avaluar el bien que 
el deudor entrega en dación en pago para que dentro 
del término máximo de cinco (5) días hábiles emita 
su peritaje sobre el bien propuesto. Cuando el avalúo 
del bien supere el valor de las obligaciones del deudor, 
este podrá solicitar por vía judicial el remate del mis-
mo, caso en el cual podrá recibir a su favor, el saldo o 

remanente en dinero o en especie, según sea el caso, en 
este último caso igualmente debe mediar avalúo de un 
perito idóneo. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional determinará los 
parámetros que deberán tenerse en cuenta para la valo-
ración de los activos, en tal sentido integrará listas de 
peritos avaluadores orientados a prestar sus servicios 
dentro de los procedimientos de insolvencia. 

Artículo 12. Decisión de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.  

Presentada la solicitud de trámite de negociación de 
���������$��

������	�����	
�
��������	�������
�
����
por parte del Conciliador, o si es corregida por el solici-
tante dentro del término legal, en cuanto a los defectos 
señalados por el Conciliador y sufragados previamente 
los costos del trámite cuando sea del caso, a más tardar 
al día hábil siguiente de la presentación de la solicitud, 
el Conciliador la aceptará y dará inicio al trámite de 
negociación de deudas. 

El cargo de Conciliador es de obligatoria aceptación 
���������� 	������� �Q���;����
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del encargo, so pena de ser excluido de la lista. En el 
evento en que el Conciliador se encuentre impedido y 
no lo declare podrá ser recusado por las causales pre-
vistas en el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil.

Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a 
la iniciación del trámite de negociación de deudas, el 
deudor deberá presentar una relación actualizada de sus 
obligaciones con corte a esa fecha, en la que deberá 
incluir sus acreencias conforme al orden de prelación 
legal previsto en el Código Civil. 

El Conciliador dispondrá de cinco (5) días hábiles 
para revisar el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en esta ley respecto de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas. Si dicha solicitud no cumple las 
exigencias requeridas, el Conciliador inmediatamente 
señalará los defectos de que adolece y otorgará al deu-
dor un plazo hasta de cinco (5) días hábiles para que lo 
corrija.

Si dentro del plazo otorgado el peticionario no sub-
sana los defectos de la solicitud, esta será rechazada 
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recurso de reposición ante el mismo Conciliador.

Artículo 13. Omisión de obligaciones o bienes por 
parte del deudor. 

Cuando el Conciliador o cualquiera de los acreedo-
res advierta que el deudor omitió relacionar obligacio-
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Reparto o al juez que esté conociendo o haya conocido 
de las controversias que se susciten en el trámite pre-
visto en esta ley, para que dentro del trámite de proceso 
verbal sumario revise el expediente y si es del caso re-
suelva declarar fracasado el trámite de negociación de 
deudas o declare incumplido el acuerdo caso en el cual 
procederá a actuar de conformidad con lo establecido 
en la presente ley. En este caso, los procesos ejecutivos 
que cursen contra el deudor, continuarán inmediata-
mente su trámite.

Artículo 14. Aceptación de la Solicitud de Trámite 
de Negociación de Deudas.
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de los requisitos establecidos en esta ley en la solicitud 
del trámite de negociación de deudas y el deudor haya 
sufragado los costos cuando sea del caso, el Concilia-



Página 22 Martes 15 de diciembre de 2009 GACETA DEL CONGRESO  1.297

dor designado por el Centro de Conciliación la aceptará 
y dará inicio al trámite de negociación de deudas. 

Artículo 15. Término del Trámite de Negociación 
de Deudas. 

El término para llevar a cabo el trámite de negocia-
ción de deudas es de sesenta (60) días hábiles, contados 
a partir de la aceptación de la solicitud prorrogable has-
ta por treinta (30) días más siempre que así lo soliciten 
el deudor y siquiera uno de los acreedores de los cré-
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Artículo 16. Efectos de la iniciación del Trámite 
de Negociación de Deudas.

A partir de la aceptación de la solicitud del trámi-
te de negociación de deudas se suspende el cobro de 
cualquier tipo de interés sobre las obligaciones objeto 
del procedimiento de insolvencia, así como de cuotas 
de administración, manejo o cobros similares que de 
cualquier modo el acreedor pretenda hacer exigible al 
deudor.

Tampoco podrá admitirse o continuarse acciones 
civiles ejecutivas, de restitución de bienes o de juris-
dicción coactiva en contra del deudor quedando este 
facultado para alegar la nulidad del proceso ante el juez 
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pida el Centro de Conciliación sobre la iniciación del 
trámite de negociación de deudas. 

De existir otros demandados en los procesos ejecu-
tivos en curso se podrán solicitar y practicar medidas 
cautelares sobre bienes de propiedad de aquellos, salvo 
lo dispuesto por el artículo 519 del Código de Procedi-
miento Civil.
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de la aceptación de la solicitud del trámite de nego-
ciación de deudas a los jueces de conocimiento de los 
procesos judiciales indicados en la solicitud así como 
a cualquier otro que indique el deudor o los acreedores 
comunicando la aceptación del trámite de negociación 
de deudas, quedando el proceso suspendido a partir de 
la fecha de radicación en el juzgado correspondiente, 
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tación. El deudor podrá alegar la nulidad de las actua-
ciones que se cumplan dentro del proceso a partir de 
dicha fecha de entrega.

Contra los codeudores o garantes o en general con-
tra cualquiera que haya garantizado obligaciones del 
deudor, se podrán adelantar acciones civiles ejecutivas 
o de jurisdicción coactiva únicamente hasta la práctica 
de medidas cautelares. 

En los eventos de fracaso del trámite de negociación 
de deudas o terminación del acuerdo por incumpli-
miento del deudor y de haberse expresado en la acción 
ejecutiva la reserva de solidaridad respecto del deudor, 
podrá el demandante vincular al deudor al correspon-
diente proceso en cualquier etapa del mismo quien se 
entenderá vinculado al proceso con la simple adición 
del mandamiento de pago o auto admisorio de la de-
manda.

Decretada la vinculación del deudor al proceso, la 
actuación frente a los demás demandados se suspen-
derá sin perjuicio de la solicitud y práctica de medidas 
cautelares sobre bienes de propiedad de los demás de-
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mandamiento de pago o auto admisorio conforme lo 
dispuesto por el Código de Procedimiento Civil, permi-
tiéndole alcanzar la etapa procesal en que se encuentre 
el respectivo trámite frente a los demás demandados. 

El Juez velará por la adecuación del trámite en cada 
caso. Ajustado el trámite, la actuación contra todos los 
demandados continuará conjuntamente. 

Cuando haya medidas cautelares sobre los bienes 
del deudor, el Conciliador enviará el expediente al Juez 
Civil asignado por reparto, quien determinará si la me-
dida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga 
a los objetivos del proceso, atendiendo la recomenda-
ción del Conciliador y teniendo en cuenta su urgencia, 
conveniencia y necesidad, debidamente motivada.

Cuando venza el plazo señalado para celebrar el 
Acuerdo el Conciliador informará a los Jueces de co-
nocimiento de los procesos judiciales señalados en la 
solicitud de negociación de deudas, las resultas del pro-
cedimiento de insolvencia, así como a cualquier otro 
que indique el deudor o acreedores dando cuenta de los 
resultados de la negociación. 

El Juez Civil que conozca de las acciones que cur-
sen en contra del deudor mediante auto que será noti-
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inicio del procedimiento de insolvencia. Dentro del 
término de ejecutoria de ese auto, el accionante podrá 
desistir de la acción ejecutiva en contra del deudor con-
tinuándola contra sus garantes o codeudores sin que 
por este desistimiento se condene en costas y perjuicios 
al demandante y el Juez de conocimiento informará de 
tal hecho al Conciliador dentro del trámite de negocia-
ción de deudas, a efectos de sustraer de dicho trámite 
la obligación comprendida dentro del desistimiento. En 
este sentido se entiende adicionado el artículo 345 del 
Código de Procedimiento Civil.

Las personas naturales o jurídicas que presten ser-
vicios públicos domiciliarios al deudor admitido al trá-
mite de negociación de deudas, no podrán suspender la 
prestación de aquellos por causa de tener créditos inso-
lutos a su favor. Si la prestación estuviera suspendida, 
estarán obligadas a restablecerla, so pena de respon-
der por los perjuicios que se ocasionen. El valor de los 
nuevos servicios que se presten a partir de aceptación 
del trámite de negociación de deudas, se pagarán de 
manera preferente.

El Juez declarará de plano la nulidad de las actua-
ciones surtidas en contravención a lo prescrito en los 
anteriores incisos, por auto que no tendrá recurso al-
guno.

Parágrafo. Los gastos necesarios para la subsisten-
cia del deudor y de las personas a su cargo, así como 
las obligaciones que este debe continuar pagando du-
rante el procedimiento de insolvencia serán pagados de 
preferencia y no estarán sujetos al sistema que en el 
acuerdo de pago se establezca para las demás acreen-
cias. El desconocimiento de esta disposición conllevará 
al fracaso del procedimiento de insolvencia. 

Artículo 17.  Procesos Ejecutivos Alimentarios en 
Curso. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior 
los procesos ejecutivos alimentarios que se encuentren 
en curso al momento de aceptarse la solicitud del trá-
mite de negociación de deudas, los cuales continuarán 
adelantándose conforme al procedimiento previsto en 
la ley, sin que sea procedente decretar la suspensión o 
levantamiento de las medidas cautelares decretadas en 
razón al inicio del trámite de negociación de deudas.

En el caso particular de este tipo de procesos, el de-
mandante deberá hacerse parte en el trámite de nego-
ciación de deudas y continuar con el proceso ejecutivo 
de alimentos. 
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En caso de llegar a desembargarse bienes o de que-
dar un remanente del producto de los embargados o su-
bastados dentro del proceso ejecutivo de alimentos, es-
tos serán puestos a disposición del despacho que haya 
embargado el remanente o del Juez cuyo embargo haya 
sido desplazado por el de alimentos y en todo caso, se 
informará de ello al Conciliador que tenga a su cargo el 
procedimiento de insolvencia.

Artículo 18. ���������	
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Negociación de Deudas. 

Dentro de los cinco (5) días siguientes a la acepta-
ción del Trámite de Negociación de Deudas, el Con-
ciliador, dejando constancia de ello, informará por es-
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en la página web del Centro de Conciliación a todos 
los acreedores relacionados por el deudor acerca de la 
aceptación de la solicitud, indicándoles el monto por el 
que fueron relacionados y la fecha en que se llevará a 
cabo la Audiencia de negociación de deudas. 
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nanciera o una entidad de servicios públicos domicilia-
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tante legal, deberá hacerse presente dentro del trámite 
de negociación de deudas directamente o mediante 
apoderado debidamente acreditado y con poder espe-
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de plazos, de intercambio de activos, de dación en pago 
y demás alternativas que le eleve el deudor dentro del 
procedimiento de insolvencia. 
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de servicios públicos domiciliarios sin que este o su 
apoderado comparezcan al trámite de negociación de 
deudas, se entenderá efectuado su allanamiento a las 
decisiones que resulten incorporadas en el acuerdo de 
pago, así como su aceptación tácita de los demás efec-
tos del mismo.

Artículo 19. Restricciones a la solicitud de trámite 
de negociación de deudas. 

El Juez a solicitud del conciliador declarará fracasa-
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que que se cumple alguna de las siguientes causales y 
obrará de conformidad con lo previsto en el artículo 33 
de la presente ley:

1. Si se demuestra que dentro de los seis (6) me-
ses anteriores a la aceptación de la solicitud el deudor 
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gistro, a juicio de un perito en detrimento de la prenda 
general de los acreedores. 
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ración de bienes de su cónyuge o traspasó a cualquier 
otra persona la titularidad de uno o varios de sus bienes 
que representen más del diez por ciento 10% del total 
de sus activos con antelación a la fecha de la solicitud 
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solventarse. 

Artículo 20. Fecha de Fijación de la Audiencia de 
Negociación de Deudas. 

La Audiencia de negociación de deudas deberá ce-
lebrarse dentro de los veinte (20) días hábiles siguien-
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realizará en los mismos términos del artículo 18 de la 
presente ley.

Artículo 21. Desarrollo de la Audiencia de Nego-
ciación de Deudas.

1. Como primer punto para el desarrollo de la Au-
diencia, el Conciliador pondrá en conocimiento de los 
acreedores, la relación detallada de las acreencias y los 
activos y les preguntará si están de acuerdo con la exis-
tencia, naturaleza y cuantía de las obligaciones relacio-
nadas por parte del deudor y si tienen dudas o discre-
pancias con relación a las propias u otras acreencias. Si 
no se presentaren objeciones, dicha relación constituirá 
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2. De existir discrepancias, el Conciliador instará a 
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que existieren discrepancias con relación a la existen-
cia, naturaleza o cuantía de una acreencia, el Concilia-
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y al acreedor objetado, para que indique la fuente, natu-
raleza y causa de la obligación.

3. El Conciliador propiciará fórmulas de arreglo 
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de insolvencia en desarrollo de lo cual podrá requerir la 
presentación de documentos o simple prueba sumaria 
que dé cuenta del origen, existencia, cuantía y natura-
leza de la obligación, para lo cual podrá suspender la 
Audiencia.

4. Si reanudada la audiencia, las objeciones no fue-
ren conciliadas, el Conciliador declarará fracasado el 
trámite de negociación de deudas y procederá en la for-
ma descrita en el artículo 27 de la presente ley.

5. Si no hay inconformidad con relación a la exis-
tencia, cuantía y naturaleza de las obligaciones o las 
objeciones fueren conciliadas, habrá lugar a considerar 
la propuesta del deudor.

6. El Conciliador solicitará al deudor que haga una 
exposición de la propuesta de pago para la atención de 
las obligaciones. 

7. Presentada la propuesta por parte del deudor el 
Conciliador la pondrá a consideración de los acreedo-
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ella.

8. El Conciliador preguntará al deudor y a los acree-
dores acerca de la propuesta y las contrapropuestas que 
vayan surgiendo y podrá formular otras alternativas de 
arreglo. 

9. Si no se llegare a un Acuerdo en la misma Re-
unión y siempre que se advierta una posibilidad obje-
tiva de arreglo, el Conciliador podrá suspender la Au-
diencia y la reanudará a más tardar dentro de los diez 
(10) días hábiles siguientes.

10. En todo caso, las deliberaciones no podrán ex-
tenderse más allá del término previsto en el artículo 15 
de esta ley. En caso contrario se dará por fracasado el 
Acuerdo de Negociación de Deudas. 

Artículo 22. Suspensión de la Audiencia de Nego-
ciación de Deudas. 

La audiencia de negociación de deudas podrá sus-
penderse las veces que sea necesaria en los eventos pre-
vistos en el artículo anterior. En todo caso, el trámite 
de negociación de deudas no podrá extenderse más allá 
del término previsto en el artículo 15 de esta ley.

El Conciliador decretará la suspensión en forma 
motivada por considerarlo necesario o a solicitud del 
deudor.
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La Audiencia se reanudará a más tardar el décimo 
(10º) día hábil siguiente para aportar los documentos y 
adelantar nuevas deliberaciones. 

Artículo 23. Decisión sobre objeciones.
Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

fecha de suspensión de la Audiencia por la existencia 
de objeciones no conciliadas, el deudor o el acreedor 
objetantes podrán demandar, ante el Juez Civil de co-
nocimiento, la resolución de la correspondiente obje-
ción. Dicha demanda se adelantará a través del trámite 
del proceso verbal sumario, de única instancia, en el 
cual será procedente la acumulación de otra u otras 
objeciones que se hubieren presentado con ocasión del 
Trámite de Negociación de Deudas del mismo deudor, 
correspondiéndole al Juez que haya conocido de la pri-
mera objeción presentada, conocer de las restantes. 

Contra la sentencia de objeciones no procederá re-
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reanudará la Audiencia de que trata el artículo anterior 
con la realización de los ajustes a que haya lugar a la 
Relación de Acreencias actualizada presentada por el 
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Artículo 24. Acuerdo de Pago.
El Acuerdo de Pago estará sujeto a las siguientes 

reglas: 
1. Deberá celebrarse dentro de los sesenta (60) días 

hábiles siguientes a la fecha en que se aceptó la solici-
tud de trámite de negociación de deudas o dentro del 
término de prórroga que contempla la presente ley.

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedores 
que representen más del cincuenta por ciento (50%) 
del monto total del capital de la deuda y deberá contar 
con la aceptación expresa del deudor. Para efectos de 
la mayoría decisoria se tomarán en cuenta únicamente 
los valores por capital, sin contemplar intereses, mul-
tas o sanciones de orden legal o convencional. En el 
caso de deudas contraídas en UVR, moneda extranjera 
o cualquier otra unidad de cuenta, se liquidarán en su 
equivalencia en pesos con corte al último día calenda-
rio del mes inmediatamente anterior a aquel en que se 
presente la solicitud.

3. Debe comprender y obligar a la totalidad de 
acreedores anteriores a la fecha de aceptación de la so-
licitud respecto de sus obligaciones que no hayan sido 
comprendidas en desistimientos conforme lo estableci-
do por el inciso 7º del artículo 11 de la presente ley, aún 
cuando no hayan concurrido a la Audiencia o cuando 
habiéndolo hecho no hayan consentido el Acuerdo. 

4. Respetará la prelación y privilegios señalados en 
la ley civil y dispondrá un mismo trato para todos los 
acreedores de una misma clase o grado. 

5. A partir de la aceptación del trámite de negocia-
ción de deudas y hasta la celebración del acuerdo de 
pago o el transcurso del término previsto en el artículo 
15 de la presente ley para llevar a cabo la negociación, 
se interrumpe el término de prescripción y no operará 
la caducidad de las acciones respecto de los créditos 
que contra el deudor se hubieren hecho exigibles antes 
de la iniciación de dicho trámite. 

6. A partir de la aceptación del trámite de negocia-
ción de deudas se suspende el cobro de intereses, cuotas 
de administración de manejo o demás pagos exigidos 
inherentes a las obligaciones objeto del procedimiento 
de insolvencia. 

Los intereses de plazo o de mora que se causen se-
rán objeto de negociación por parte de los acreedores 

y el deudor, y se pagarán por este según se pacte en el 
acuerdo. Sin embargo, cuando el acuerdo de pago sea 
suscrito dentro de los sesenta (60) días siguientes a la 
aceptación de la solicitud al trámite de negociación de 
deudas, no se cobrarán los intereses de mora causados 
durante este periodo.

En el evento de que se declare fracasado el trámite o 
se declare el incumplimiento de las obligaciones pacta-
das en el acuerdo, el deudor deberá pagar los intereses 
que se hayan causado desde la iniciación del trámite 
hasta cuando se efectúe el pago. Igualmente, las quitas 
y demás concesiones otorgadas por los acreedores al 
deudor quedarán sin efecto.

7. En ningún caso el Acuerdo de Pago implicará 
novación de las obligaciones, salvo pacto en contrario 
aceptado de manera expresa por el deudor y por cada 
acreedor de manera individual o por la totalidad de 
acreedores. 

8. En caso de dación en pago, intercambio de acti-
vos, sustitución o disminución de garantías se requerirá 
el consentimiento expreso del deudor y del respectivo 
acreedor, al igual que aquellos casos en que se rebaje el 
capital de la obligación. 

9. De la audiencia se levantará un acta la cual será 
suscrita por el Conciliador y el deudor. Las partes po-
drán solicitar y obtener del respectivo Centro de Con-
ciliación copia del acta contentiva del acuerdo en cual-
quier momento. 

Parágrafo. El Acuerdo celebrado podrá ser obje-
to de reformas posteriores a solicitud del deudor y de 
los acreedores que representen no menos de una cuar-
ta parte de los créditos insolutos, solicitud que deberá 
formularse ante el Centro de Conciliación que conoció 
del Trámite inicial, acompañada de la actualización de 
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mación relativa a las fechas y condiciones en que se 
hubieren realizado pagos a los créditos que fueron ma-
teria del Acuerdo de pago. 

Aceptada dicha solicitud se procederá por parte del 
Conciliador que designe el Centro a convocar a Au-
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hábiles siguientes y en ella se indagará en primer tér-
mino a los acreedores sobre la conformidad en torno a 
la indicada actualización presentada y posteriormente 
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ción que presente el deudor, cuya aprobación y caracte-
rísticas se sujetará a las reglas previstas en el presente 
artículo. 

Si no se logra dicha aprobación, continuará vigente 
el Acuerdo anterior. 

Artículo 25. Efectos de la celebración del Acuerdo 
de Pago.

El Acuerdo de Pago podrá versar sobre cualquier 
tipo de obligación pecuniaria contraída por la persona 
natural no comerciante, incluidas aquellas en las que el 
Estado sea acreedor. 

Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afecten 
bienes sujetos a registro, se inscribirá copia del acta 
contentiva del Acuerdo, sin que sea necesario el otor-
gamiento de escritura pública. Las obligaciones deri-
vadas del Acuerdo que deban instrumentarse en títulos 
valores estarán exentas del impuesto de timbre.

Cuando en ejecución del Acuerdo se deba realizar la 
transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos 
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a registro, bastará la inscripción de la providencia de 
adjudicación en el correspondiente registro, sin nece-
sidad de otorgar ningún otro documento o paz y salvo. 

El Acuerdo de Pago será considerado un acto sin 
cuantía para efectos de timbre, derechos notariales y, 
en general todos los impuestos y derechos que se pu-
dieran originar con ocasión del registro para el caso de 
transferencia de bienes, sin que al nuevo adquirente se 
le puedan hacer exigibles las obligaciones que pesen 
sobre los bienes adjudicados o adquiridos.

Una vez celebrado el Acuerdo de Pago, los procesos 
de ejecución y de restitución continuarán suspendidos, 
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�����	�����	
�
�������	�W���������
por el contrario, el desconocimiento del mismo. 

El Acuerdo de Pago presta mérito ejecutivo, sin em-
bargo las obligaciones contenidas en él no podrán de-
mandarse a través de procesos civiles ejecutivos hasta 
tanto se declare de manera expresa el incumplimiento 
de lo acordado por parte del Conciliador designado por 
el Centro de Conciliación en el que se celebró el Acuer-
do de Pago. Lo anterior sin perjuicio de los títulos valo-
res originarios de las obligaciones objeto del acuerdo, 
caso en el cual los mismos podrán continuar su trámite 
directamente a instancias judiciales. 

El Acuerdo de pago podrá disponer la obligación 
para los acreedores de solicitar al Juez, dentro de los 
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miento de las medidas cautelares practicadas dentro de 
los procesos ejecutivos en contra del deudor.

Las obligaciones contraídas por el deudor desde 
la fecha de aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, no harán parte del Acuerdo y 
deberán ser pagadas preferentemente y en las condi-
ciones pactadas. Sin embargo, el deudor no podrá ad-
quirir nuevos créditos u otorgar garantías de cualquier 
naturaleza a favor de terceros, sin el consentimiento de 
los acreedores que representen de la mitad más uno del 
valor de los pasivos. El incumplimiento de lo previsto 
en este inciso es causal de terminación del trámite de 
negociación de deudas y como consecuencia de ello el 
acreedor podrá utilizar todos los mecanismos legales 
que tenga a su alcance para proteger su crédito.

El deudor podrá solicitar el inicio de un nuevo trá-
mite de negociación de deudas, únicamente después de 
transcurridos seis (6) años desde la fecha de cumpli-
miento total del acuerdo anterior, situación debidamen-
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���y/o las Cen-
trales de Información Financiera. Si el deudor no hu-
biere cumplido en su integridad el acuerdo celebrado, 
no podrá acogerse nuevamente a este procedimiento.

Artículo 26. ��
�����

����
����������
����������������	�����	
���
�����
���	������
�
����-

das por la DIAN.
Cuando un deudor persona natural no comerciante 

sea aceptado el trámite de negociación de deudas previs-
to en esta ley, deberá liquidar y pagar intereses de mora, 
por las obligaciones objeto del acuerdo de pago, desde la 
fecha de exigibilidad de la obligación y hasta la fecha de 
presentación de la solicitud del trámite de negociación 
de deudas, observando las siguientes reglas:

a) En ningún caso la tasa de interés efectiva de las 
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terés efectiva más alta pactada a favor de cualquiera de 
los otros acreedores, ni inferior al IPC correspondiente 
a los doce (12) meses inmediatamente anteriores a la 
fecha en la cual se realicen los respectivos pagos.
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la que se pacte en el acuerdo de pago atendiendo a las 
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existir el soporte idóneo que respalde la negociación de 
la tasa, con el respaldo del conciliador.

2. Intereses en caso de incumplimiento. 
Cuando el acuerdo de pago termine por incumpli-
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hayan cancelado, respecto de la totalidad de los saldos 
adeudados de dichas obligaciones se aplicará la tasa de 
interés legal prevista en el Estatuto Tributario, en las 
condiciones establecidas por la DIAN. 
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acuerdos de reestructuración. 

Los plazos que se estipulen en el Acuerdo de Pago 
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te del mismo, podrán ser superiores a los plazos máxi-
mos previstos en el artículo 814 del Estatuto Tributario 
y estarán sujetos a las resultas del acuerdo, para lo cual 
deberá existir el soporte idóneo que respalde la nego-
ciación de la tasa, con el respaldo del Conciliador.

Parágrafo. Sin perjuicio de la causación de intere-
ses y de la actualización de que trata el artículo 867-1 
del Estatuto Tributario, para la realización de pagos de 
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gracia hasta por un plazo máximo de dos (2) años, que 
se graduará en atención al monto de la deuda, de la 
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misma, siempre que los demás acreedores acuerden un 
periodo de gracia igual o superior al de las obligacio-
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créditos.

Artículo 27. Fracaso de la Negociación.
Si transcurrido el término previsto en el numeral 10 

del artículo 21 no se celebra el Acuerdo de Pago, el 
Conciliador deberá informar de tal circunstancia, den-
tro de los tres (3) días hábiles siguientes a aquel en que 
se declare el fracaso del Acuerdo, a los jueces de cono-
cimiento de los procesos judiciales indicados en la so-
licitud, así como a cualquier otro que indique el deudor 
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ejecutivas, de restitución y de jurisdicción coactiva que 
cursen en contra del deudor. 

Los acreedores que al momento de la iniciación de 
la negociación no adelantaban procesos ejecutivos o de 
restitución en contra el deudor, quedan facultados para 
iniciar dichos procesos, o para vincular al deudor cuan-
do estos se hayan iniciado en contra de sus codeudores 
o garantes de la forma establecida en la presente ley. 

El deudor podrá solicitar el inicio de un nuevo trá-
mite de negociación de deudas, únicamente después de 
transcurrido seis (6) años desde la fecha de fracaso de 
la negociación del trámite que prevé esta ley.

Artículo 28. Incumplimiento del Acuerdo de Pago 
por parte del Deudor. 

Si el deudor no cumple las obligaciones contraídas 
en el Acuerdo de Pago, a solicitud de cualquiera de los 
acreedores o a solicitud del mismo deudor, el Conci-
liador citará a nueva Audiencia dentro de los diez (10) 
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Acuerdo original.
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rales de la celebración del Acuerdo de Pago dispuestos 
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en el artículo 22 de la presente ley y el quórum se es-
tablecerá con base en los saldos insolutos de las obli-
gaciones. 

>
����������

����	�W����������
���������	�����
-

���
���� �	� ������� ��
��
��� ��� ��� 
�����	
�
������ �	�
Conciliador declarará incumplido dicho acuerdo. En 
este caso, y según lo previsto en el artículo anterior, el 
Conciliador informará al siguiente día hábil a los Jue-
ces ante quienes cursen procesos en contra del deudor, 
caso en el cual continuarán de manera inmediata los 
procesos ejecutivos y de restitución que cursen en con-
tra de este. 

En caso de que existieren diferencias en torno a la 
ocurrencia de eventos de incumplimiento del Acuer-
do, el acreedor que alegue el incumplimiento podrá 
demandar dentro de los diez (10) días hábiles siguien-
tes a la celebración de la respectiva audiencia, la de-
claratoria de incumplimiento por parte del Juez Civil 
del Circuito correspondiente al domicilio del deudor. 
Dicha demanda se adelantará a través del trámite del 
proceso verbal sumario, en el cual procederá la acu-
mulación de otras demandas de incumplimiento que 
se presenten en relación con el mismo acuerdo. A la 
demanda correspondiente se acompañará una copia del 
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pectivo Conciliador así como una copia del acta que 
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Juez, solo procederá el recurso de apelación. Declarado 
el incumplimiento, el Juez comunicará dicha decisión 
al Centro de Conciliación en el que se adelantó el Trá-
mite de Negociación, a efectos de que se proceda en los 
términos indicados en el artículo 27 de esta ley. 

Artículo 29. Impugnación del Acuerdo de Pago. 
Dentro de los dos (2) meses siguientes a la cele-

bración del Acuerdo, cualquier acreedor anterior a la 
iniciación del trámite de negociación de deudas podrá 
impugnar el Acuerdo de Pago, a efectos de que se de-
clare su nulidad, la cual procederá cuando se determine 
cualquiera de las siguientes causales:

1. Cuando en la información presentada por el deu-
dor al solicitar el trámite de negociación de deudas, no 
se hubiere relacionado o incluido activos suyos u obli-
gaciones a su cargo, o se hubiere suministrado errónea-
mente las direcciones o sitios de ubicación de uno o 
más acreedores que hubieren impedido que el respecti-
vo acreedor fuera informado de la iniciación del trámi-
te de negociación de deudas. En el evento de omisión 
de obligaciones o de suministro de información errónea 
sobre dirección o sitio de ubicación, el término de im-
pugnación por parte del respectivo acreedor, será de un 
(1) año a partir de la celebración del acuerdo de pago. 

2. Cuando en la mencionada información hubiere 
incluido deudas que no fueren ciertas o se hubiere des-
conocido lo previsto en el artículo 4º de la presente ley.

3. Cuando dentro del año anterior a la aceptación 
del Trámite de Negociación de Deudas y antes de la 
celebración del Acuerdo, el deudor hubiere transferido 
o gravado bienes suyos que representen más del diez 
por ciento (10%) del total de sus activos, a juicio de un 
perito avaluador en detrimento de la prenda general de 
los acreedores.

4. Cuando el Acuerdo no incluya a todos los acree-
dores anteriores a la iniciación del Trámite de Negocia-
ción, no respete los privilegios y preferencias de ley o 

cuando contenga estipulaciones que impliquen un trato 
desigual a acreedores de la misma clase, sin aceptación 
expresa del acreedor o acreedores afectados. 

Del proceso de impugnación del acuerdo conocerá, 
a prevención, el Juez Civil del Circuito correspondien-
te al domicilio del deudor y se sujetará al trámite del 
proceso verbal sumario en única instancia. Al mismo 
proceso podrán acumularse todas las demandas que 
versen sobre el mismo acuerdo. 

Decretada la nulidad, el Juez pondrá en conocimien-
to esa decisión del Centro de Conciliación que hubiere 
conocido del Trámite de Negociación de Deudas con 
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caso de Fracaso de la Negociación. Cuando la causal de 
nulidad corresponda a cualquiera de las causales pre-
vistas en los numerales 1 a 3, el deudor no podrá solici-
tar ni iniciar nuevos trámites de negociación de deudas 
dentro de los seis (6) años siguientes a la fecha en que 
quede ejecutoriada la sentencia correspondiente.

Artículo 30. El Acuerdo de Pago para la perso-
na natural no comerciante que sea productor agro-
pecuario y/o pesquero estará sujeto a las siguientes 
disposiciones especiales: 

1. Desde la aceptación de la solicitud del trámite de 
negociación de deudas, el deudor podrá solicitar la sus-
pensión inmediata del embargo y/o secuestro que pesen 
sobre los bienes o productos inherentes a su actividad 
agropecuaria y/o pesquera, cuando así lo solicite él 
mismo, de manera expresa y fundada en la fórmula de 
arreglo por considerarlo necesario para poder cumplir 
con el acuerdo de pago.

2. En todas las Audiencias de Negociación de Deu-
das, el productor agropecuario y/o pesquero deberá 
estar asistido por un Asesor experto en temas agrope-
cuarios para que asista sus intereses, debiendo suscribir 
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el Ministerio de Agricultura podrá suscribir convenios 
con entidades públicas o privadas que tengan dentro 
de su objeto social fortalecer y/o mejorar la calidad de 
vida de la población rural dedicada a la actividad agro-
pecuaria y/o pesquera.

Parágrafo. Se entiende por productor agropecuario 
y/o pesquero, aquella persona natural que tiene como 
actividad principal la actividad agropecuaria y/o pes-
quera, de la cual deriva su sustento y el de su fami-
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Agricultura.

Artículo 31. Programa de Reactivación Agrope-
cuaria Nacional, PRAN. Los deudores del Programa 
de Reactivación Agropecuaria Nacional, PRAN Agro-
pecuario, de que trata los Decretos 967 de 2000, 1257 
de 2001, 931 de 2002, 1623 de 2002, 011 de 2004, 
2795 de 2004, 3749 de 2004 y 2841 de 2006 así como 
de las reestructuraciones efectuadas mediante los De-
cretos 4222 de 2005, 3363 de 2007 y 4678 de 2007, 
podrán extinguir las obligaciones a su cargo, mediante 
el pago de contado dentro del año siguiente a la entra-
da en vigencia de esta ley, del valor que resulte mayor 
entre el treinta por ciento (30%) del saldo inicial de la 
obligación a su cargo con los referidos programas, en 
el momento de su compra, y el valor que Finagro pagó 
al momento de adquisición de la respectiva obligación.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos 
deudores que hayan realizado abonos a capital, podrá 
extinguir sus obligaciones cancelando la diferencia en-
tre los abonos previamente efectuados y el valor antes 
indicado.
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Parágrafo 2°. Para acogerse a las condiciones es-
tablecidas en la presente ley, los deudores deberán pre-
sentar paz y salvo por concepto de seguro de vida, ho-
norarios, gastos, costas judiciales, estos últimos cuando 
se hubiere iniciado contra ellos el cobro de las obliga-
ciones. 

Parágrafo 3°. Finagro, o el administrador o acree-
dor de todas las obligaciones de los programas PRAN, 
deberán abstenerse de adelantar su cobro judicial por el 
término de un (1) año contado a partir de la vigencia de 
la presente ley, término este dentro del cual se entiende 
también suspendidos los procesos que se hubieren ini-
ciado, así como la prescripción de dichas obligaciones, 
conforme a la Ley Civil. Lo anterior sin perjuicio del 
trámite de los procesos concursales.

Artículo 32. Facultades de los apoderados y repre-
sentantes.

En los casos en que el deudor o el acreedor concurra 
al trámite de negociación de deudas mediante apodera-
do, este deberá ser abogado debidamente acreditado y 
se entenderá facultado para tomar toda clase de deci-
siones que corresponda a su mandante.

Artículo 33. Responsabilidad Penal.
Sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, se-

rán sancionados con prisión de uno (1) a seis (6) años, 
quienes dentro de un procedimiento de insolvencia, a 
sabiendas: 

���>��
�
�����������������

�������������
����
�����
o en sus notas, o el estado de inventario o la relación 
de acreedores a sabiendas de que en tales documentos 
no se incluye a todos los acreedores, se excluye alguna 
acreencia cierta o algún activo, o se incluyen acreen-
cias o acreedores inexistentes contrarias a la realidad. 

2. Ordenen, toleren, hagan o encubran falsedades en 
los documentos que entreguen en desarrollo del proce-
dimiento de insolvencia.

3. Soliciten, sin tener derecho a ello, ser tenidos 
como acreedores, o de cualquier modo hagan incurrir 
en error grave al Conciliador o al Juez.

4. Finjan una separación de bienes, una disolución o 
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pasar bienes o insolventarse de algún modo.

Cuando el Conciliador o el Juez detecten cualquiera 
de estas conductas, deberá declarar fracasado el proce-
dimiento de insolvencia y remitir copias de todo lo ac-
tuado a la Fiscalía General de la Nación para que inicie 
la respectiva investigación penal. 

Artículo 34. Control y registro. 
El Ministerio del Interior y Justicia como entidad 

encargada de llevar el control y registro de los centros 
de conciliación, auspiciará y dispondrá la creación de 
una página web en la que todos los centros de conci-
liación registren los trámites de negociación de deudas 
que sean admitidos por el respectivo Centro, informan-
do fecha de inicio, estado del trámite, fecha de celebra-
ción del Acuerdo y un resumen o síntesis del mismo.

Artículo 35. Información crediticia. 
El Conciliador deberá reportar en forma inmediata 

ante las Centrales de Información Financiera, la acep-
tación del trámite de negociación de deudas, así como 
el cumplimiento o no del Acuerdo de Pago pactado en-
tre el deudor y sus acreedores. El manejo de dicha in-
formación se hará de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 1266 de 2008 o Ley de Hábeas Data. 

Artículo 36. Capacitación.
El Gobierno Nacional dispondrá lo necesario para 

garantizar que todos los conciliadores del país reciban 
capacitación permanente sobre el procedimiento de in-
solvencia para persona natural no comerciante.

Artículo 37. Divulgación.
El Gobierno Nacional a través de los programas ins-
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las entidades públicas que lo integran divulgará perma-
nentemente sobre el régimen de insolvencia económica 
para la persona natural no comerciante, la manera de 
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Artículo 38. Remisión normativa.
En caso de duda o vacío normativo se podrá acudir 

a las disposiciones que en materia civil y de procedi-
miento civil se encuentran vigentes. Las normas esta-
blecidas en la presente ley prevalecerán sobre cualquier 
otra norma de carácter ordinario, incluso de carácter 
tributario que le sea contraria. 

Artículo 39. El artículo 67 de la Ley 1116 queda-
rá así:

Artículo 67. Promotores o liquidadores. Al iniciar el 
proceso de insolvencia, el juez del concurso, según sea 
el caso, designará al promotor o liquidador, en calidad 
de auxiliar de la justicia, escogido de la lista elaborada 
para el efecto por la Superintendencia de Sociedades.

En cualquier tiempo, los acreedores que representen 
por lo menos el sesenta por ciento (60%) de las acreen-
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dador designado por el juez, escogiendo el reemplazo 
de la lista citada en el inciso anterior, quien deberá po-
sesionarse ante aquel. Lo anterior aplicará también al 
promotor cuando actúe como representante legal para 
efectos del acuerdo de adjudicación.

Adicionalmente, los promotores y liquidadores 
podrán ser recusados o removidos por el juez del con-
curso por las causales objetivas establecidas por el 
Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los térmi-
nos de la presente ley, no tendrán derecho sino al pago 
mínimo que para el efecto determine el Gobierno, te-
niendo en consideración el estado de avance del pro-
ceso.

Una misma persona podrá actuar como promotor 
o como liquidador en varios procesos, sin exceder un 
máximo de tres (3) procesos en que pueda actuar en 
forma simultánea.

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquidadores 
de la Superintendencia de Sociedades será abierta y a 
ella ingresarán todas las personas que cumplan con los 
requisitos mínimos de experiencia e idoneidad profe-
sional que para el efecto establezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la 
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pago mínimo, la remuneración de liquidadores no po-
drá exceder del seis por ciento (6%) del valor de los ac-
tivos de la empresa insolvente. Para los promotores el 
valor de los honorarios no podrá exceder del punto dos 
por ciento (0.2%) del valor de los activos de la empresa 
insolvente, por cada mes de negociación.

Artículo 40. Vigencia. 
La presente ley entrará en vigencia a partir de la 

fecha de su publicación en el ������������� y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. Las nor-
mas del régimen establecido en la presente ley prevale-
cerán sobre cualquier otra norma de carácter ordinario, 
incluso de carácter tributario que le sean contrarias.
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SENADO DE LA REPUBLICA
COMISION TERCERA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE
Bogotá, D. C., 18 de noviembre de 2009
En Sesión de fecha se le dio lectura a la proposi-

ción con que termina el informe para primer debate del 
Proyecto de ley número 346 de 2009 Senado, 055 de 
2009 Cámara, por la cual se establece el Régimen de 
Insolvencia para la Persona Natural No Comerciante. 
Una vez aprobada la proposición la Presidencia some-
�
��������
�����
����	����
��	�������� 	������

���
�-
nes presentadas por los ponentes, siendo aprobado. La 
Comisión de esta forma declaró aprobado en su pri-
mer debate el proyecto mencionado. Acta número 12 
del día 18 de noviembre de 2009. Anunciado el día 17 
de noviembre del presente año, Acta número 11 de la 
misma fecha.

Mario Salomón Náder, Aurelio Iragorri Hormaza, 
Coordinadores Ponentes; Germán Villegas Villegas, 
Omar Yepes Alzate, Bernabé Celis Carrillo, Jairo Man-
tilla Colmenares, Yolanda Pinto Afanador, Guillermo 
García Realpe, Senadores Ponentes; Rafael Oyola Or-
dosgoitia, Secretario General.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 353 DE 2009 
SENADO, 342 DE 2009 CAMARA

por la cual se prohíbe que las entidades territoriales 
entreguen, a cualquier título, la administración de 
los diferentes tributos a particulares y se dictan otras  

disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre de 2009
Doctor:
JAVIER CACERES LEAL
Presidente
Senado de la República
E. S. D.
Respetado Presidente:
De manera atenta, dando cumplimiento a la soli-

citud formulada por el señor Presidente de Senador y 
actuando dentro de los términos legales, presentamos a 
consideración la ponencia para segundo debate al Pro-
yecto de ley número 353 de 2009 Senado, 342 de 2009 
Cámara, por la cual se prohíbe que las entidades te-
rritoriales entreguen, a cualquier título, la administra-
ción de los diferentes tributos a particulares y se dictan 
otras disposiciones. 

Con nuestro acostumbrado respeto y consideración.
Cordialmente,
Jaime Dussán Calderón, Daira de Jesús Galvis (sin 


����� Camilo Sánchez Ortega, Senadores ponentes.
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 353 DE 2009 
SENADO, 342 DE 2009 CAMARA

por la cual se prohíbe que las entidades territoriales 
entreguen, a cualquier título, la administración de 
los diferentes tributos a particulares y se dictan otras  

disposiciones.
OBJETO DEL PROYECTO

El objetivo del presente proyecto de ley es evitar 
que las entidades entreguen la gestión de sus diferentes 
tributos a empresas privadas por medio de la celebra-
ción de contratos de concesión o cualquier otra modali-

dad contractual, ya que de manera reiterada en algunas 
de estas entidades se les ha otorgado a particulares la 
facultad de organizar, determinar el cobro, la discusión, 
consolidar la información de los contribuyentes, y el 
recaudo de los impuestos territoriales.

CONSIDERACIONES
Este proyecto de ley que busca poner freno a la mo-

dalidad extensiva de corrupción a través de las conce-
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los tributos en las diferentes regiones del país y con 
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general.

Esta práctica desconoce el ordenamiento jurídico 
colombiano, en particular las legislaciones tributarias 
y de presupuesto. Además afecta la gobernabilidad de 
los diferentes departamentos, municipios y distritos, 
ya que al contratar por periodos, que en algunos casos 
llegan a 20 años, se vincula a los futuros gobernantes 
a las condiciones pactadas, lo cual restringe, en forma 
ilegítima, el manejo y control de los tributos de los go-
bernantes y alcaldes que aún no han sido elegidos.

Las irregularidades que se encuentran en estos con-
tratos se pueden ubicar en primer lugar, al impedirle 
ejercer un correcto manejo y control sobre los tributos 
por parte de las administraciones, ya que legalmente no 
es posible pactarse un objeto contractual que se mate-
rialice en la delegación de la producción de actos ad-
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teria tributaria, por parte de particulares, ya que esto es 
contrario a lo establecido en el artículo 59 del Estatuto 
Tributario y el artículo 74 de la Constitución Política de 
Colombia, que consagra estas funciones como indele-
gables. Al respecto el honorable Consejo de Estado se 
ha pronunciado en sentencia del 22 de septiembre de 
2004 dentro del proceso de referencia 13255 con po-
nencia del honorable Magistrado Héctor Romero Díaz, 
que sostuvo:

“Sin embargo, la legislación tributaria no prevé la 
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calización y determinación de los tributos, y como se 
sabe, el funcionario público sólo puede hacer aquello 
que la Constitución y la ley le autoricen”.

De igual forma, la Sentencia del 17 de mayo de 
2007 del Consejo de Estado advierte que las actua-
ciones o acciones que materializan un contacto parti-
cular con potenciales efectos jurídicos y económicos 
para cada contribuyente individualmente considerado 
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sólo pueden ser llevadas a cabo por la propia adminis-
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minación del tributo es la actividad tendiente a esta-
blecer, de conformidad con las prescripciones legales 
correspondientes, la obligación tributaria sustancial. 
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que tiene la administración de impuestos de realizar to-
das aquellas diligencias e investigaciones, enumeradas 
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precisar correctamente los tributos…”.

Esta gestión tributaria indelegable exclusivamente 
puede ser asumida por la propia administración a tra-
vés de sus funcionarios públicos, por lo tanto cualquier 
convenio, contrato o concesión, cuyo objeto principal 
o secundario, sea el de realizar tales funciones afecta el 
régimen competencial de la Administración Pública, y 
una vez sea aprobado este proyecto como ley, el contra-
to adolecería de un objeto ilícito.
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En sentencia proferida por la Sala de lo Contencio-
����W��
�
�����
$���>���
���=��������
���_���W[����
bien, si de conformidad con lo prescrito en los artícu-
los 560 y 688 del Estatuto Tributario, aplicables a los 
municipios por mandato del artículo 66 de la Ley 383 
de 1997, es al Jefe de la Unidad de Fiscalización de la 
Administración Tributaria a quien corresponde profe-
rir los actos de trámite en los procesos de determina-
ción de impuestos, y a los funcionarios de esta Unidad 
adelantar las actuaciones preparatorias respecto de los 
actos de competencia del jefe del primero. También tie-
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divisiones y dependencias, así como los profesionales 
de la misma entidad en quienes se deleguen tales fun-
ciones. Sin embargo, la legislación tributaria no prevé 
la posibilidad de delegar en particulares la facultad de 
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sabe, el funcionario público solo puede hacer aquello 
que la Constitución y la ley autoricen”.

“Como, de acuerdo con las normas citadas, no se 
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zación tributaria, resulta ilegal y violatoria del debido 
proceso y, por lo mismo constituye motivo de nulidad 
la delegación de funciones que hizo el municipio de 
Desquebradas en cabeza de un tercero…”.

En segundo lugar, la información respecto de los 
contribuyentes es de propiedad de los particulares que 
contrata con las entidades territoriales y no de la admi-
nistración como establece los artículos 583 y 693 del 
Estatuto Tributario, por lo tanto, no se cumple con los 
requisitos de mantener la reserva de la información tri-
butaria.

“Artículo 583. Reserva de la declaración. La in-
formación tributaria respecto de las bases gravables y 
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en las declaraciones tributarias, tendrá el carácter de 
información reservada; por consiguiente, los funciona-
rios de la Dirección General de Impuestos Nacionales, 
sólo podrán utilizarla para el control, recaudo, deter-
minación, discusión y administración de los impuestos 
y para efectos de informaciones impersonales de esta-
dística.

En los procesos penales, podrán suministrarse co-
pia de las declaraciones, cuando la correspondiente 
autoridad lo decrete como prueba en la providencia 
respectiva.

Los bancos y demás entidades que en virtud de la 
autorización para recaudar los impuestos y recibir las 
declaraciones tributarias, de competencia de la Direc-
ción General de Impuestos Nacionales, conozcan las 
informaciones y demás datos de carácter tributario de 
las declaraciones, deberán guardar la más absoluta re-
serva con relación a ellos y sólo los podrán utilizar para 
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manden los reportes de recaudo y recepción, exigidos 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público”.

Así, las entidades territoriales deben acatar las pro-
hibiciones contenidas en el Estatuto Tributario respecto 
de mantener la reserva en relación de la información 
tributaria y respecto de la prohibición de permitir que 
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por parte de los particulares.

En tercer lugar, es contrario a la normatividad pre-
supuestal ya que en algunos de los antes reseñados con-

tratos se estipula que el pago por los servicios de los 
particulares se descontara directamente de lo recauda-
do. Lo anterior implica que la forma de remuneración 
se establece en la fuente, es decir, de los mismos recau-
dos que efectúan estas empresas de los contribuyentes 
se descuentan el porcentaje estipulado en el contrato, 
contrariando el artículo 15 del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto en el que se estipula que: 

“El presupuesto contendrá la totalidad de los gas-
tos públicos que se espere realizar durante la vigencia 
respectiva. En consecuencia, ninguna autoridad podrá 
efectuar gastos públicos, erogaciones con cargo al Te-
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presupuesto”.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público ha ma-
nifestado a través de la Dirección de Apoyo Fiscal que 
no existe la facultad para cancelar a los concesionarios 
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ya que estos al descontarlos directamente del valor de 
los tributos recaudados, no respetan los artículos 104 a 
109 del Estatuto Orgánico del Presupuesto.

Es por las irregularidades que expusimos anterior-
mente la importancia que tiene para el país el presente 
proyecto de ley, ya que es menester que el recaudo, ma-
nejo y gestión de los impuestos de los contribuyentes 
colombianos sea respetuoso del ordenamiento jurídico, 
para así no solo darle transparencia sino además busca 
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que hacen los colombianos de nuestros impuestos.

En el texto del proyecto de ley consideramos ne-
cesario incluir un parágrafo el cual determina lo si-
guiente:

“Parágrafo. Los contratos de concesión diferentes a 
los tributarios, tales como los de infraestructura vial o 
los de los servicios públicos, no son objeto de la pre-
sente ley”.

El parágrafo busca exceptuar la prohibición estable-
cida en la ley a los contratos o convenios celebrados 
cuyo objeto sea exclusivamente recibir el pago de los 
mismos, celebrado con entidades con la capacidad e 
infraestructura física, técnica, facturación y servicio al 
cliente para cumplir con este objetivo, igual las conce-
siones de infraestructura vial y de alumbrado público. 
Estas entidades deberán estar vigiladas y controladas 
por el organismo estatal competente y de acuerdo con 
su naturaleza.

Por lo tanto, buscando recuperar la transparencia en 
el recaudo y administración de los ingresos tributarios 
y facilitar el pago de los mismos presentamos a la Co-
misión Tercera del Senado de la República la siguiente:

Proposición
Presentamos ponencia favorable a la iniciativa y so-

licitamos a la honorable Plenaria del Senado de la Re-
pública dar segundo debate al Proyecto de ley número 
353 de 2009 Senado, 342 de 2009 Cámara, por la cual 
se prohíbe que las entidades territoriales entreguen, 
a cualquier título, la administración de los diferentes 
tributos a particulares y se dictan otras disposiciones. 
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Atentamente,
Jaime Dussán Calderón, Daira de Jesús Galvis (sin 


����� Camilo Sánchez Ortega, Senadores ponentes.
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TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NUMERO 353 

DE 2009 SENADO, 342 DE 2009 CAMARA 
por la cual se prohíbe que las entidades territoriales 
entreguen, a cualquier título, la administración de 
los diferentes tributos a particulares y se dictan otras  

disposiciones. 
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Prohibición de entregar a terceros la 

administración de tributos. No se podrá celebrar con-
trato o convenio alguno, en donde las entidades terri-
toriales, o sus entidades descentralizadas, deleguen en 
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cobro coactivo, discusión, devoluciones, e imposición 
de sanciones de los tributos por ellos administrados. La 
recepción de las declaraciones así como el recaudo de 
impuestos y demás pagos originados en obligaciones 
tributarias podrá realizarse a través de las entidades au-
torizadas en los términos del Estatuto Tributario Nacio-
nal, sin perjuicio de la utilización de medios de pago no 
bancarizados.

Las entidades territoriales que a la fecha de expedi-
ción de esta ley hayan suscrito algún contrato en estas 
materias, deberán revisar de manera detallada la sus-
cripción del mismo, de tal forma que si se presenta al-
gún vicio que implique nulidad, se adelanten las accio-
nes legales que correspondan para dar por terminados 
los contratos, prevaleciendo de esta forma el interés 
general y la vigilancia del orden jurídico. Igualmen-
te deberán poner en conocimiento de las autoridades 
competentes y a los organismos de control cualquier 
irregularidad que en la suscripción de los mismos o en 
su ejecución se hubiese causado y en ningún caso podrá 
ser renovado.

Las entidades de control correspondientes a la fecha 
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contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por 
las entidades territoriales.

La Procuraduría General de la Nación y la Contra-
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los contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito 
por las entidades territoriales.

Parágrafo. Los contratos de concesión diferentes 
a los tributarios, tales como los de infraestructura 
vial o los de los servicios públicos, no son objeto de 
la presente ley.

Artículo 2º. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Cordialmente,
Jaime Dussán Calderón, Daira de Jesús Galvis (sin 


����� Camilo Sánchez Ortega, Senadores ponentes.
Bogotá, D. C., 15 de diciembre de 2009.
En fecha se recibió ponencia para segundo debate 

del Proyecto de ley número 353 de 2009 Senado, 342 
de 2009 Cámara, por la cual se prohíbe que las entida-
des territoriales entreguen, a cualquier título, la admi-
nistración de los diferentes tributos a particulares y se 
dictan otras disposiciones.

El Secretario General,
Rafael Oyola Ordosgoitia.

Autorizo la publicación de la siguiente ponencia 
para segundo debate, consta de nueve (9) folios.

El Secretario General,
Rafael Oyola Ordosgoitia.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN LA CO-
MISION TERCERA DEL SENADO EN SESION 
DEL DIA 13 DE OCTUBRE DE 2009 AL PROYEC-
TO DE LEY NUMERO 353 DE 2009 SENADO, 342 

DE 2009 CAMARA
por la cual se prohíbe que las entidades territoriales 
entreguen, a cualquier título, la administración de los 
diferentes tributos a particulares y se dictan otras dis-

posiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA: 
Artículo 1º. Prohibición de entregar a terceros la 

administración de tributos. No se podrá celebrar con-
trato o convenio alguno, en donde las entidades terri-
toriales, o sus entidades descentralizadas, deleguen en 
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cobro coactivo, discusión, devoluciones, e imposición 
de sanciones de los tributos por ellos administrados. La 
recepción de las declaraciones así como el recaudo de 
impuestos y demás pagos originados en obligaciones 
tributarias podrá realizarse a través de las entidades au-
torizadas en los términos del Estatuto Tributario Nacio-
nal, sin perjuicio de la utilización de medios de pago no 
bancarizados.

Las entidades territoriales que a la fecha de expedi-
ción de esta ley hayan suscrito algún contrato en estas 
materias, deberán revisar de manera detallada la sus-
cripción del mismo, de tal forma que si se presenta al-
gún vicio que implique nulidad, se adelanten las accio-
nes legales que correspondan para dar por terminados 
los contratos, prevaleciendo de esta forma el interés 
general y la vigilancia del orden jurídico. Igualmen-
te deberán poner en conocimiento de las autoridades 
competentes y a los organismos de control cualquier 
irregularidad que en la suscripción de los mismos o en 
su ejecución se hubiese causado y en ningún caso podrá 
ser renovado.

Las entidades de control correspondientes a la fecha 
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contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito por 
las entidades territoriales.

La Procuraduría General de la Nación y la Contra-
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los contratos de esta naturaleza que se hayan suscrito 
por las entidades territoriales.

Parágrafo. Los contratos de concesión diferentes 
a los tributarios, tales como los de infraestructura 
vial o los de los servicios públicos, no son objeto de 
la presente ley.

Artículo 2º. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

SENADO DE LA REPUBLICA
COMISION TERCERA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Bogotá, D. C., 13 de octubre de 2009
En Sesión de fecha se le dio lectura a la proposi-

ción con que termina el informe para primer debate 
del Proyecto de ley número 353 de 2009 Senado, 342 
de 2009 Cámara, por la cual se prohíbe que las en-
tidades territoriales entreguen, a cualquier título, la 
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administración de los diferentes tributos a particula-
res y se dictan otras disposiciones, una vez aprobada 
la proposición la Presidencia sometió a consideración 
el articulado presentado por el ponente, siendo apro-
bado. La Comisión de esta forma declaró aprobado en 
su primer debate el proyecto mencionado. Acta núme-

ro 07 del día 13 de octubre del 2009. Anunciado el día 
30 de septiembre del presente año, Acta número 06 de 
la misma fecha.

Jaime Dussán Calderón, Daira de Jesús Galvis, Os-
car Darío Perot, Camilo Sánchez Ortega, Senadores 
ponentes; Rafael Oyola Ordosgoitia, Secretario General.

A C T A S   D E   C O N C I L I A C I O N
Bogotá, D. C., diciembre 15 de 2009
ACTA DE CONCILIACION AL PROYECTO  

DE LEY NUMERO 387 DE 2009 CAMARA, 083 
DE 2008 SENADO

 por la cual se establece la concurrencia para el pago 
del pasivo pensional de las Universidades Estatales 

del Nivel Nacional y Territorial y se dictan otras  
disposiciones.

De conformidad con los artículos 161 de la Consti-
tución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los integran-
tes de la Comisión Accidental de Conciliación, luego 
de analizar las discrepancias existentes entre los textos 
aprobados por las plenarias del Senado de la Repúbli-
ca y de la Cámara de Representantes en sus sesiones 
plenarias realizadas el 17 de junio de 2008 y el 15 de 
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hemos acordado el siguiente texto con sustento en las 
aprobaciones impartidas por las respectivas Corpora-
ciones, proponiendo a las Plenarias adoptarlo como 
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TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 387 DE 2009 CAMARA, 083 DE 2008 

SENADO
 por la cual se establece la concurrencia para el pago 
del pasivo pensional de las Universidades Estatales 

del Nivel Nacional y Territorial y se dictan otras  
disposiciones.

El Congreso de Colombia
LEGISLA:

Artículo 1°. Objeto. La Nación concurrirá en el 
pago del pasivo pensional de las universidades estata-
les del orden nacional que con anterioridad al 23 de 
diciembre de 1993 tenían a su cargo el reconocimien-
to y pago de pensiones directamente o a través de una 
caja con o sin personería jurídica, en los términos de la 
presente ley.

Los aportes de la Nación para estos efectos se consi-
derarán como apropiaciones independientes a los desti-
nados al pago de pensiones que establece el artículo 86 
de la Ley 30 de 1992.
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nos pensionales, las cuotas partes pensionales, las pen-
siones de vejez o jubilación, de invalidez, de sobrevi-
vientes o sustitución pensional reconocidas antes de la 
Ley 100 de 1993, las pensiones que se reconozcan o 
se hayan reconocido por efecto de la aplicación de la 
Ley 100 de 1993 y las demás obligaciones pensionales 
derivadas del régimen pensional vigente.

Artículo 2°. Fondos para el Pago del Pasivo Pen-
sional. Las universidades objeto de la aplicación de la 
presente ley deberán constituir un fondo para el pago 
del pasivo pensional, el cual será una cuenta especial, 
sin personería jurídica, de la respectiva universidad, 
������������������������
�
�������������������
����
-
duciaria vigilada por la Superintendencia Financiera de 

Colombia, en forma independiente, mediante patrimo-
nio autónomo. Los recursos y los rendimientos tendrán 
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así como los gastos de administración del patrimonio 
autónomo.

Artículo 3°. Financiación del Pasivo. La concu-
rrencia a cargo de la Nación será igual a la diferencia 
entre el valor del pasivo pensional menos el aporte a 
cargo de la respectiva universidad.

La concurrencia en el pago del pasivo pensional a 
cargo de cada universidad, equivaldrá a la suma que 
esta haya destinado del presupuesto asignado por la 
Nación en el año 1993 para el pago de pensiones y que 
fueron incluidos en la base para determinar la transfe-
rencia para funcionamiento prevista en el artículo 86 
de la Ley 30 de 1992. Este valor se actualizará con el 
Índice de Precios al Consumidor causado anualmente, 
se determinará en pesos constantes y se denominará 
RECURSOS PARA PENSIONES DEL AÑO BASE.

Adicionalmente el Fondo tendrá como fuentes de 
recursos las cuotas partes pensionales cobradas, los 
aportes que por ley deban devolver los empleadores o 
administradoras de pensiones a nombre de los pensio-
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cotizaciones provenientes de la respectiva universidad 
de quienes al 1° de abril de 1994 tenían la condición 
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quidación de la respectiva caja. También formarán par-
te del fondo las reservas que fueron acumuladas en el 
ejercicio de la administración del régimen de las cajas 
con o sin personería jurídica.

Parágrafo 1°. Los recursos de que trata el presente 
artículo se constituirán en la única fuente de pago que 
la respectiva universidad podrá utilizar de sus recursos 
para cubrir cualquier tipo de obligación pensional. En 
ningún caso la universidad podrá destinar los recursos 
que se le asignen para el pago del pasivo pensional para 
atender ninguna otra obligación diferente a este com-
promiso legal. En consecuencia ningún otro recurso 
de la universidad podrá ser utilizado para pagar estas 
obligaciones y la Nación garantizará los recursos nece-
sarios en caso de existir diferencias.

Parágrafo 2º.���������$
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concepto de concurrencia en el pasivo pensional a car-
go de la universidad, en ningún caso podrá exceder la 
suma correspondiente a los recursos que a la entrada en 
vigencia de la presente ley esta destina para pensiones, 
y que provienen del aporte previsto en el artículo 86 de 
la Ley 30 de 1992.

Artículo 4°. Pasivo Pensional. Para establecer el 
monto del pasivo pensional que será objeto de la con-
currencia se tendrá en cuenta el valor del cálculo actua-
rial del pasivo pensional legalmente reconocido, con-
forme a las obligaciones descritas en el artículo 1º de la 
presente ley y de acuerdo con los estándares y especi-



Página 32 Martes 15 de diciembre de 2009 GACETA DEL CONGRESO  1.297


���
���������
���������	��
�������������
$������
���	�
será aprobado por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. 

Artículo 5°. Saneamiento del Pasivo Pensional de 
universidades Estatales del Orden Territorial a cargo 
de los Departamentos. El mecanismo de concurrencia, 
del que habla el artículo 131 de la Ley 100 de 1993, 
será también aplicable en los casos en que el pasivo 
pensional generado por las Universidades Estatales del 
Orden Territorial se encuentren a cargo de las cajas de 
previsión territoriales o quienes las hayan sustituido.

Para tal efecto, se entenderá que, si la universidad 
territorial venía cumpliendo integralmente con las dis-
posiciones legales aplicables antes y después de la fe-
cha de expedición de la Ley 100 de 1993, no tiene a 
su cargo obligaciones pensionales y por tanto no está 
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cho pasivo pensional.

De acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, 
el fondo de que trata el artículo 131 de la Ley 100 de 
1993, será constituido por la respectiva Entidad Terri-
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cieramente al saneamiento del pasivo pensional.

Artículo 6°. Funciones de los Fondos para el Pago 
del Pasivo Pensional. Los fondos para el pago del pa-
sivo pensional de las universidades estatales del nivel 
nacional tendrán las siguientes funciones:

1. Sustituir a las cajas, fondos, entidades de previ-
sión existentes en dichas universidades, o a la univer-
sidad en el reconocimiento y pago de las obligaciones 
pensionales.

2. El pago de todas las obligaciones pensionales 
descritas en el artículo 1° de esta ley.

3. El reconocimiento y pago de las pensiones de 
quienes tenían cumplidos los requisitos para tener de-
recho a la pensión de vejez o jubilación, invalidez y 
sobrevivencia de acuerdo con el régimen pensional vi-
gente, antes del 23 de diciembre de 1993.

4. El reconocimiento y pago de las pensiones de 
vejez o jubilación, de invalidez y de sobrevivencia o 
sustitución de quienes cumplieron los requisitos entre 
el 23 de diciembre de 1993 y la fecha de cierre o liqui-
dación de la respectiva caja.

5. El pago de los bonos pensionales, y de las cuotas 
partes de bono pensional, de los empleados públicos, 
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nida administrado por el ISS o al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad.

6. Garantizar el estricto control del uso de los re-
cursos y constituir una base de datos de los pensiona-
dos, de las personas a las cuales deberán efectuar el 
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ciarios de los bonos pensionales y de las cuotas partes 
de bono pensional, y de las cuotas partes pensionales 
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las obligaciones que en materia pensional deba atender 
el respectivo Fondo y administrar los recursos corres-
pondientes.

7. Velar por el cumplimiento de todas las obligacio-
nes que la Nación y la misma universidad, contraigan 
con el Fondo y en particular recaudar oportunamente 
los valores que correspondan a las obligaciones adqui-
ridas en favor del Fondo.

Artículo 7°. Proyecciones y Pagos. Cada año y du-
rante el primer semestre, la Universidad presentará ante 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el valor de 
las obligaciones pensionales previstas para la siguiente 
$
����
��
���	������	����������
$����#�������������^������
de determinar el valor de la concurrencia a cargo de la 
Nación.

Para efectos del pago en cada vigencia, las univer-
sidades tendrán la obligación de girar al Fondo los re-
cursos para pensiones del año base debidamente actua-
lizados, una vez reciban el giro correspondiente. Las 
reservas pensionales existentes deberán transferirse en 
su totalidad al Fondo al momento de su constitución. 
Los demás recursos de que trata el artículo anterior se 
transferirán al momento de su recaudo.

Parágrafo. Una vez determinado el monto de la 
concurrencia en el pago del pasivo pensional de cada 
universidad, este valor se distribuirá en anualidades, 
para que dentro de cada vigencia la Nación asigne al 
Fondo la suma equivalente a la diferencia entre el va-
lor del pasivo anualizado y los demás recursos de la 
concurrencia a cargo de la universidad debidamente 
actualizados. Esta suma se entregará por cuatrimestre 
anticipado, garantizando el pago oportuno de las mesa-
das y demás obligaciones pensionales.

Este procedimiento se aplicaría en lo pertinente a 
las Universidades Estatales del orden territorial. 

Artículo 8°. Revisión de los Porcentajes de Con-
currencia con las Universidades Estatales del Nivel 
Territorial. El Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
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respectivos acuerdos de concurrencia, revisará los por-
centajes de concurrencia que les corresponden a la Na-
ción, Departamentos y los recursos que la Nación gire 
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Artículo 9°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Parágrafo Transitorio. A partir de la promulgación 
de la presente ley se concede un término máximo de 
seis (6) meses para que se realice la liquidación y cierre 
de las cajas o fondos de las universidades estatales del 
nivel nacional.

Cordialmente,
Ricardo Arias Mora, Senador de la República, Po-

nente Senado; Javier Ramiro Devia Arias, honorable 
Representante a la Cámara, Ponente Cámara.
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